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LA SUPERINTENDENCIA FINANCIERA DE COLOMBIA Y LA REINCIDENCIA 




En los últimos años se han presentado avances en el del Derecho Administrativo 
sancionador, creando instituciones jurídicas de profunda incidencia que afectan las 
garantías de las personas, y de compleja interpretación al momento de acometer 
su estudio y efectuar su aplicación, de ahí la necesidad de analizar y debatir todos 
aquellos aspectos atinentes a su naturaleza antes de que se convierta en parte 
imperante del derecho interno. 
 
En razón a lo expuesto, es que se hace imprescindible que cada vez que se 
aborde un determinado problema jurídico en el campo del derecho, se analicen los 
progresos legales, jurisprudenciales y hasta doctrinarios, con el claro entendido de 
buscar salidas más acordes a las necesidades de analizar y debatir los avances 
del derecho.  
 
En Colombia la expresión de Derecho Administrativo Sancionador se encuentra 
con extrañeza entre abogados y la doctrina apenas habla de este tema con mucha 
indecisión, todavía no se han separado u olvidado que este nuevo derecho no está 
íntimamente ligado al Derecho Penal y que simplemente tiene un parentesco de 
consanguineidad y que el Derecho Administrativo acude a él cuando se especula 
sobre los derechos de las personas.  
 
Es así que se tomará de estudio desde la perspectiva de las sanciones 
interpuestas por la Superintendencia Financiera de Colombia, sin antes dar un 
breve resumen de quien es la entidad, así como sus procedimientos 
sancionatorios y la vía gubernativa. 
 
Posteriormente se tratará el agravante de la reincidencia no solo porque ofrece 
aspectos y problemas jurídicos de primer orden en diferentes entornos, sino que 
tiene relación directa con las personas tanto jurídicas como naturales sancionadas 
que hacen parte del sistema financiero y que son vigiladas, controladas o 
supervisadas por la Superintendencia Financiera de Colombia. 
 
Al abordar este trabajo, lo primero que se pudo evidenciar fue la escasa atención 
que ha prestado la doctrina colombiana y foránea al examen de esta agravante, 
pues en general, en el derecho administrativo dogmáticamente es escaso en la 
actualidad, pues ninguna se centra en el tema, la cual permita aportar elementos 
críticos al desarrollo de esta monografía. 
 
La investigación se basó en un determinado entendimiento de la constitucionalidad 
del agravante y en una teoría de la medida administrativa según la cual ésta debe 
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servir a la prevención, corrección y disuasión1 de la conducta siempre en relación 
a la responsabilidad objetiva del sujeto infractor, que se predica en esta disciplina 
del derecho.  
 
En conclusión, lo estudiado y propuesto en esta monografía, pretende dejar en la 
mesa varios puntos a discutir cuando se habla del procedimiento de las sanciones 
y de la vía gubernativa aplicada por la Superintendencia Financiera con énfasis en 
el Derecho Administrativo y de la reincidencia en sus sanciones, sin embargo, deja 
mucho campo por escarbar y analizar debido a que es un tema que se encuentra 
































                                            
1 La multa administrativa no tiene carácter reparativo del daño, sino disuasivo, correctivo y preventivo de la conducta, así 
como tampoco es confiscatoria, tal como lo aduce el tratadista Jaime Ossa Arbeláez en su libro “Derecho Administrativo 




CAPITULO I. EL PROYECTO DE INVESTIGACIÓN 
 
PROBLEMA DE INVESTIGACIÓN 
 
i. ¿La reincidencia se puede aplicar a las sanciones realizadas por la 
Superintendencia Financiera de Colombia en ejercicio del Derecho 







































En el transcurso de nuestro aprendizaje como abogados hemos visto modernos 
sistemas de Derechos los cuales nos han llamado la atención, debido a esto, nos 
enfocamos en aprender y analizar el Derecho Administrativo Sancionador  desde 
la óptica del régimen financiero, este tema no ha sido tratado en las monografías 
realizadas por nuestros compañeros por lo cual nos incita a involucrarnos con 
mayor entusiasmo en el tema. 
 
Es así que para enfocarnos, nos incursionaremos en un tema ya extinguido del 
área Penal como lo es la “reincidencia” y la estudiaremos desde el punto de vista 
de las sanciones que puede realizar la Superintendencia Financiera de Colombia, 
como máximo supervisor del sistema financiero.  
 
El análisis del tema nos hará comprender más el significado del Derecho 
Administrativo Sancionador visto desde la perspectiva financiera y 
comprenderemos cómo se realizan cada uno de los procedimientos dentro de la 
























Conocer a través de la “reincidencia” la aplicación del Derecho Administrativo 





 Comprender los procedimientos sancionatorios y de la vía gubernativa de la 
Superintendencia Financiera de Colombia. 
 
 Comprender qué es y como se aplica la reincidencia de las sanciones 
administrativas. 
 
 Buscar los problemas de la aplicación de la reincidencia de las sanciones 
administrativas. 
 


















Poder comprender la utilidad de la reincidencia en las sanciones administrativas 
emanadas por la Superintendencia Financiera de Colombia, así como entender los 
procedimientos internos que realiza dicho ente de supervisión para la debida 




Recopilar toda la información posible a través de medios electrónicos o físicos que 
nos dé una pista acerca del significado de la reincidencia y de la Superintendencia 
Financiera de Colombia.  
 
Posteriormente, iremos a la fuente de la información, que es la Superintendencia 
Financiera de Colombia ubicada en la Calle 7 número 4 -49, y solicitaremos la los 
procedimientos de la vía gubernativa dicha entidad de supervisión. 
 
Así mismo, buscaremos en las normas lo relacionado con las sanciones que 
impone la Superintendencia Financiera de Colombia y analizaremos dicha 
información con la ya encontrada en los medios electrónicos y físicos sobre la 




















CAPITULO II. LA SUPERINTENDENCIA FINANCIERA DE COLOMBIA 
 
La Superintendencia Financiera de Colombia surgió de la fusión de la 
Superintendencia Bancaria de Colombia en la Superintendencia de Valores, según 
lo establecido en el artículo 1 del Decreto 4327 de 2005, norma incluida hoy en el 
Decreto 2555 de 2010,  entidad adscrita al Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público,  creada con personería jurídica, autonomía administrativa y financiera y 
patrimonio propio. 
 
La creación de ésta Superintendencia se debió al desarrollo del mercado 
financiero, por lo cual el Gobierno de turno  consideró “necesario evaluar si la 
estructura del actual sistema de regulación y supervisión del mercado, en cabeza 
de la Superintendencia Bancaria, respecto de los establecimientos financieros y de 
seguros, y de la Superintendencia de Valores, respecto de los participantes en el 
mercado de valores, resultaba adecuada para garantizar un sistema financiero 
estable, eficiente y competitivo, que brindara un ambiente de protección al 
consumidor”2. 
 
Una vez creada la Superintendencia Financiera de Colombia, su función fue la de 
orientar sus esfuerzos para velar por la estabilidad del sistema financiero, la 
integridad de los mercados, la protección al consumidor, y el fortalecimiento de  la 
confianza de los consumidores financieros, las entidades supervisadas y demás 
partes interesadas. 
Para propender por la estabilidad del sistema financiero, la integridad de los 
mercados y la protección al consumidor deberá realizar de manera ordenada y 
continua el análisis y evaluación de la condición administrativa, financiera y legal, 
de la revelación de la información  y de la administración de riesgos y conductas 
de las entidades supervisadas y de todos los agentes que intervengan en ellas. 
La estabilidad del sistema financiero es un asunto de interés público, por cuanto 
dicha actividad se centra en el manejo de recursos del público, bien sea a través 
de la intermediación tradicional de recursos, la intermediación en el mercado de 
valores o la actividad aseguradora, es fundamental que el estado establezca los 
parámetros bajo los cuales se puede realizar dicha actividad para procurar la 
protección de dichos recursos y que supervise su adecuado cumplimiento. 
 
En la siguiente  gráfica se explicará el procedimiento administrativo utilizado por la 





                                            
























Información obtenida de la Superintendencia Financiera de Colombia  
 
1. Procedimiento y Vía Gubernativa de la Superintendencia Financiera de 
Colombia. 
 
Una vez analizada la información de la página web de la Superintendencia 
Financiera de Colombia y visitado a dicha entidad de supervisión, se pudo llegar 
especificar el procedimiento, desde que se recibe el recurso de vía gubernativa en 
la Secretaría General de la Superintendencia Financiera de Colombia, hasta que 
se expide y notifica la decisión que confirma, modifica o revoca el acto contra el 
cual se interpone el recurso. El procedimiento es el siguiente: 
 
1. Contra la resolución que imponga cualquier sanción procede únicamente el 
recurso de apelación, para ante el inmediato superior del funcionario que 
expidió dicho acto. Para estos efectos, el inmediato superior de los 
Superintendentes Delegados y de los Superintendentes Delegados 
Adjuntos es el Superintendente Financiero. 
 
2. Contra la sanción impuesta por la renuencia a suministrar información o 
documentos requeridos por la Superintendencia Financiera De Colombia en 





3. Contra los actos que decreten las pruebas solicitadas y los que las decreten 
de oficio, no procede recurso alguno. 
 
4. Contra el acto que niegue total o parcialmente las pruebas solicitadas por el 
recurrente procede únicamente el recurso de reposición. 
 
5. Contra los actos administrativos de carácter particular expedidos por la 
Superintendencia Financiera De Colombia.   
 
6. Contra actos administrativos que decreten medidas cautelares sólo procede 
el recurso de reposición. 
 
7. Contra las sanciones que imponga el Superintendente Financiero, sólo 
procede el recurso de reposición. 
 
8. Contra la orden de constituir provisiones o de reservas para cubrir posibles 
pérdidas en el valor de sus activos sólo procederá el recurso de reposición, 
que no suspenderá el cumplimiento inmediato de la orden (literal (l), 
numeral 2, artículo 326 EOSF. 
 
9. Los recursos de reposición y de apelación deben presentarse 
personalmente ante la Secretaría General de la Superintendencia 
Financiera De Colombia, Juez o Notario, por escrito por el interesado, su 
representante o apoderado debidamente facultado. Los mismos podrán 
presentarse en la diligencia de notificación personal, o dentro de los cinco 
(5) días hábiles siguientes a la notificación del respectivo acto. 
 
10. El recurso de queja puede presentarse dentro de los (5) cinco días hábiles 
siguientes a la notificación de la decisión que niega el recurso de apelación, 
mediante escrito al que deberá acompañarse copia de la citada providencia.  
 
11. En los recursos se debe indicar el nombre del recurrente, sustentarse con 
los motivos de inconformidad, relacionar las pruebas que se pretenden 
hacer valer y señalar la dirección para notificaciones. 
 
12. Si el recurrente actúa a través de apoderado, este deberá ostentar la 
calidad de abogado en ejercicio. 
 
13. El recurrente puede actuar como agente oficioso, caso en el cual debe 
acreditar la calidad de abogado en ejercicio y ofrecer prestar la caución que 
se le señale para garantizar que la persona por quien obra ratificará su 
actuación dentro de los tres (3) meses siguientes. Si no hay ratificación 





14. Si el escrito del recurso no se presenta con los requisitos señalados, el 
funcionario competente debe rechazarlo. 
 
15. Los recursos de reposición y de apelación deben resolverse de plano, a 
menos que al interponerse este último se solicite la práctica de pruebas o 
que el funcionario que debe decidir considere necesario decretarlas de 
oficio. 
 
16. El término para resolver los recursos es de dos (2) meses contados a partir 
de su presentación, plazo que se interrumpirá mientras dure la práctica de 
pruebas. Transcurrido este plazo sin que se haya notificado decisión 
expresa sobre ellos, se entenderá que la decisión es negativa (silencio 
administrativo negativo). 
 
17. La ocurrencia del silencio negativo no le impide al funcionario competente 
decidir el recurso, siempre que el particular no haya acudido a la 
jurisdicción de lo contencioso administrativo y se haya notificado a la 
Superintendencia Financiera De Colombia el auto admisorio de la 
respectiva demanda. 
 
18. Los recursos de vía gubernativa se conceden en el efecto suspensivo, por 
lo que los actos administrativos impugnados no surten ningún efecto 
jurídico mientras tales recursos se deciden. Las medidas cautelares y de 
toma de posesión adoptadas por la Superintendencia Financiera De 
Colombia son de aplicación inmediata, en consecuencia, el recurso de 
reposición no suspende la ejecución de la medida. 
 
La siguiente gráfica muestra cómo se realiza el proceso de Vía Gubernativa del 
procedimiento administrativo, el cual es el siguiente: 
 




















Información obtenida de la Superintendencia Financiera de Colombia  
 
 
Las funciones que realiza la Superintendencia Financiera de Colombia para 
realizar un adecuado procedimiento de Vía Gubernativa debe apoyarse en la 
mayoría de las áreas que la conforma, para así tener un procedimiento eficaz y 
diligente, la siguiente tabla demuestra las actividades que desarrolla dicha entidad 
de supervisión para realizar un adecuado cumplimiento de la Vía Gubernativa: 
 
 
Nº Actividad Responsable 
1.  
Recibe recurso y traslada a la Dirección Legal o Coordinación de la 
Delegatura que expidió el acto impugnado. 
Grupo de Apoyo Legal de 
Secretaría General 
2.  
Recibe recurso y asigna estudio al Analista Jurídico. 
Director Legal o 
Coordinador de Grupo o 
de Área 
3.  
Recibe recurso y verifica requisitos de interposición.  
 
Si cumple:  
Continúe en 31 si es de apelación. 
Continúe en 43 si es de reposición. 
 
No cumple: Continúe en 4. 
Analista Jurídico 
4.  
Proyecta o ajusta acto administrativo que rechaza  recurso, y lo 
remite al Director Legal o Coordinador según corresponda. 
Analista Jurídico 
5.  
Recibe y revisa proyecto de acto que rechaza recurso.  
 
Si requiere ajustes lo devuelve al Analista, ver actividad 4. De lo 
contrario, lo remite a consideración del Delegado correspondiente. 
Director Legal o 
Coordinador de Grupo o 
de Área 
6.  
Recibe y revisa proyecto de acto que rechaza recurso.  
 
Si requiere ajustes lo devuelve al Director Legal o Coordinador, ver 
actividad 5.  
 
De lo contrario, lo firma si es de su competencia y lo devuelve al 
Director Legal o Coordinador, o si es de competencia del 




Delegado Adjunto de 
Riesgos  
Delegados Institucionales 




Nº Actividad Responsable 
actividad 7. 
7.  
Recibe y revisa proyecto de acto que rechaza recurso.  
 
Si requiere ajustes lo devuelve al Delegado, ver actividad 6. De lo 





Remite acto administrativo mediante memorando a Secretaría 
General para su notificación. 
Director Legal o 
Coordinador de Grupo o 
de Área 
9.  
Notifica acto administrativo informando que procede recurso de queja 
cuando se ha rechazado la apelación y remite copia a la Dirección 
Legal o Coordinación de la Delegatura que corresponda. 
Si el recurso rechazado es de reposición no procede queja, finaliza 
con la notificación, ver actividad 52 
Secretario General - 
Grupo de Apoyo Legal 
RECURSO DE QUEJA 
10.  
Recibe y traslada el recurso de queja mediante 
proforma interna a la Subdirección de Apelaciones.  
Grupo de Apoyo Legal de Secretaría 
General 
11.  
Recibe recurso de queja y asigna al Abogado de la 
Subdirección encargado del estudio. 
Subdirector de Apelaciones 
12.  
Verifica si cumple requisitos. 
 
SI cumple: continúa en 21. 
NO cumple: continúa en 13. 
Abogado Subdirección de Apelaciones 
 
No se acepto el recurso  
 
13.  
Proyecta o ajusta resolución que rechaza recurso de 
queja, y lo remite al Subdirector de Apelaciones. 
Abogado Subdirección de Apelaciones 
14.  
Recibe y revisa proyecto de resolución que rechaza 
recurso de queja. 
 
Si requiere ajustes lo devuelve al Abogado de la 
Subdirección, ver actividad 13. De lo contrario, lo remite 
a consideración del Director Jurídico.  
Subdirector de Apelaciones 
15.  
Recibe y revisa proyecto de resolución que rechaza 
recurso de queja. 
 
Si requiere ajustes lo devuelve al Subdirector de 
Apelaciones, ver actividad 14. De lo contrario, lo remite 
a consideración del Superintendente Financiero. 
Director Jurídico 
16.  
Recibe y revisa proyecto de resolución que rechaza 




Nº Actividad Responsable 
 
Si requiere ajustes lo devuelve al Director Jurídico, ver 
actividad 15. De lo contrario, firma resolución y la remite 
al Subdirector de Apelaciones. 
17.  
Recibe y remite resolución mediante memorando 
interno (original y copias) a Secretaría General para su 
notificación. 
Subdirector de Apelaciones 
18.  
Notifica resolución y remite copia a la Subdirección de 
Apelaciones. 
Secretario General - Grupo de Apoyo 
Legal  
19.  
Recibe resolución notificada y remite expediente a la 
Dirección o Coordinación Legal de la Delegatura que 
expidió el acto impugnado. 
Subdirector de Apelaciones 
20.  
Recibe el expediente y dispone su archivo de  acuerdo 
con proceso de gestión documental.  
Director Legal o Coordinador de Grupo 
o de Área 
 Se acepto el recurso   
21.  
Establece si el recurrente solicitó la práctica de pruebas 
o si es necesario decretar pruebas de oficio. 
SI: Continúe en procedimiento etapa probatoria.  
NO: Continúe en 22. 
Abogado Subdirección de Apelaciones 
22.  
Proyecta o ajusta resolución que decide recurso de 
queja, y la remite al Subdirector de Apelaciones. 
Abogado Subdirección de Apelaciones 
23.  
Recibe y revisa proyecto de resolución que decide 
recurso de queja. 
 
Si requiere ajustes lo devuelve al Abogado de la 
Subdirección, ver actividad 22. De lo contrario, lo remite 
a consideración del Director Jurídico. 
Subdirector de Apelaciones 
24.  
Recibe y revisa proyecto de resolución que decide 
recurso de queja. 
 
Si requiere ajustes lo devuelve al Subdirector de 
Apelaciones, ver actividad 23. De lo contrario, lo remite 
a consideración del Superintendente Financiero. 
Director Jurídico 
25.  
Recibe y revisa proyecto de resolución que decide 
recurso de queja. 
 
Si requiere ajustes lo devuelve al Director Jurídico, ver 
actividad 24. De lo contrario, firma resolución y la remite 
al Subdirector de Apelaciones. 
Superintendente Financiero 
26.  
Recibe y remite resolución mediante memorando 
interno (original y copias) a Secretaría General para su 
notificación. 
Subdirector de Apelaciones 
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Nº Actividad Responsable 
27.  
Notifica resolución y remite copia a la Subdirección de 
Apelaciones. 
Secretario General - Grupo de Apoyo 
Legal  
28.  
Actualiza información sobre sanciones y multas en el 
programa de actos administrativos, hace el reparto 
correspondiente de la documentación, remite copia a 
contabilidad y archiva el original de la resolución. 
Grupo de Apoyo Legal de la Secretaría 
General 
29.  
Recibe resolución notificada y verifica si se concedió el 
recurso de apelación. 
 
SI se concedió: Continúe en 32.  
NO se concedió: Remite expediente a la Dirección o 
Coordinación Legal de la Delegatura que expidió el acto 
impugnado. 
Subdirector de Apelaciones 
30.  
Recibe el expediente y dispine su archivo de  acuerdo 
con proceso de gestión documental.  
Director Legal o Coordinador de Grupo 
o de Área 
RECURSO DE APELACIÓN 
31.  
Proyecta memorando para firma del Director Legal o 
Coordinador trasladando el recurso a la Subdirección 
de Apelaciones  
Analista Jurídico 
32.  
Recibe recurso de apelación y asigna al Abogado de la 
Subdirección encargado del estudio  Subdirector de Apelaciones 
33.  
Establece si el recurrente solicitó la práctica de pruebas 
o si es necesario decretar pruebas de oficio. 
 
SI: Continúe en procedimiento etapa probatoria.  
NO: Continúe en 34. 
Abogado Subdirección de Apelaciones. 
34.  
Proyecta o ajusta resolución que confirma, revoca o 
aclara la sanción impuesta, según corresponda, y la 
remite al Subdirector de Apelaciones. 
Abogado Subdirección de Apelaciones 
35.  
Recibe y revisa proyecto de resolución que decide 
recurso de apelación. 
 
Si requiere ajustes lo devuelve al Abogado de la 
Subdirección, ver actividad 34. De lo contrario, lo remite 
a consideración del Director Jurídico. 
Subdirector de Apelaciones 
36.  
Recibe y revisa proyecto de resolución que decide 
recurso de apelación. 
 
Si requiere ajustes lo devuelve al Subdirector de 
Apelaciones, ver actividad 35. De lo contrario, lo remite 
a consideración del Superintendente Financiero. 
Director Jurídico 
37.  
Recibe y revisa proyecto de resolución que decide 
recurso de apelación. 




Nº Actividad Responsable 
actividad 36. De lo contrario, firma resolución y la remite 
al Subdirector de Apelaciones. 
38.  
Recibe y remite resolución mediante memorando 
interno (original y copias) a Secretaría General para su 
notificación. 
Subdirector de Apelaciones 
39.  
Notifica resolución y remite copia a la Subdirección de 
Apelaciones. 
Secretario General - Grupo de Apoyo 
Legal  
40.  
Actualiza información sobre sanciones y multas en el 
programa de actos administrativos, hace el reparto 
correspondiente de la documentación, remite copia a 
contabilidad y  archiva el original de la resolución. 
Grupo de Apoyo Legal de la Secretaría 
General 
41.  
Recibe resolución notificada y remite expediente a la 
Dirección o Coordinación Legal de la Delegatura que 
expidió el acto impugnado. 
Subdirector de Apelaciones 
42.  
Recibe el expediente y dispine su archivo de  acuerdo 
con proceso de gestión documental.  
Director Legal o Coordinador de Grupo 
o de Área 
RECURSO DE REPOSICIÓN 
43.  
Recibe recurso de reposición y asigna al Analista 
Jurídico encargado del estudio. 
Director Legal o Coordinador de Grupo 
o de área 
44.  
Proyecta o ajusta acto administrativo que confirma, 
revoca o aclara la decisión, según corresponda, y lo 
remite al Director Legal o Coordinador. 
Analista Jurídico 
45.  
Recibe y revisa proyecto de acto administrativo. 
 
Si requiere ajustes lo devuelve al Analista, ver actividad 
44. De lo contrario, lo remite a consideración del 
Delegado. 
Director Legal o Coordinador de Grupo 
o de Área 
46.  
Recibe y revisa proyecto de acto que decide recurso de 
reposición.  
 
Si requiere ajustes lo devuelve al Director Legal o 
Coordinador, ver actividad 45.  
 
De lo contrario, lo firma si es de su competencia y lo 
devuelve al Director Legal o Coordinador, continúa en  
actividad 49, o si es de competencia del 
Superintendente Financiero, lo remite a su 
consideración, ver actividad 47. 
 
Delegado Adjunto Institucional 
Delegado Adjunto de Riesgos  
Delegados Institucionales o de Riesgos 
 
47.  
Recibe y revisa proyecto de acto que resuelve recurso 
de reposición.  
 




Nº Actividad Responsable 
correspondiente, ver actividad 46. De lo contrario, firma 
el acto administrativo y lo remite al Delegado. 
48.  
Remite acto administrativo mediante memorando a 
Secretaría General para su notificación. 
Director Legal o Coordinador de Grupo 
o de Área 
49.  
Notifica acto administrativo y remite copia a la Dirección 
o Coordinación Legal de la Delegatura que 
corresponda. 
Secretaría General - Grupo de Apoyo 
Legal  
50.  
Actualiza información sobre sanciones y multas en el 
programa de actos administrativos, hace el reparto 
correspondiente de la documentación, remite copia a 
contabilidad y  archiva el original de la resolución. 
Grupo de Apoyo Legal de la Secretaría 
General 
51.  
Recibe el expediente y dispine su archivo de  acuerdo 
con proceso de gestión documental.  
Director Legal o Coordinador de Grupo 




























CAPITULO III. LA REINCIDENCIA Y SUS IMPLICACIONES EN EL DERECHO 
ADMINISTRATIVO SANCIONADOR 
 
2. Aproximación legal, jurisprudencial y dogmática de la reincidencia  
desde el punto de vista penal  
 
i. En el Derecho Penal Colombiano 
 
Al respecto, el primer antecedente sobre el criterio en estudio en Colombia, se 
encontraba plasmado en la Codificación Penal de 18903, pues su artículo 140 
consagraba:  
 
“Para los efectos de este Código se reputan reincidentes los reos que 
resulten responsables como autores, cómplices, auxiliadores o encubridores 
de un o mas delitos, culpas o tentativas que merezcan pena de presidio o 
reclusión, después de haber sido condenados a dichas penas, o a una de 
ellas, por sentencia ejecutoriada, por otro u otros delitos, culpas o 
tentativas, una o más veces.  
 
“A pesar de la definición contenida en el inciso anterior, no se tiene en 
cuenta para calificar de reincidente a un reo, en los siguientes delitos: 
homicidio en riña o provocación, voluntario,…ni los cometidos antes de la 
vigencia de la Ley 57 de 1887”. (Lo resaltado ajeno al texto original). 
  
Sobre el particular, el legislador colombiano a partir de aquella codificación 
contemplaba varios requisitos de innegable aceptación en orden a determinar su 
aplicación. Así, era necesaria la condena anterior por sentencia en firme por otro u 
otros delitos, culpas o tentativas que hubiera desplegado bien en calidad de autor, 
cómplice, auxiliadores o encubridores. 
 
De forma adicional, exceptuó ciertos delitos de su aplicación, hecho sin lugar a 
dudas novedoso frente al derecho penal español, el cual no contiene prerrogativa 
alguna en este sentido. Todo lo contrario. Cualquiera sea la conducta que realice 
de manera repetitiva el agente infractor será merecedora del criterio en comento. 
     
A su vez, el artículo 141 del mismo Código previó:  
 
“El número de sentencias ejecutoriadas que se hayan dictado contra el reo, 
en los diez años anteriores a la ejecución de un delito, culpa o tentativa 
determinados, etc., indica el número de la reincidencia; de suerte que será 
                                            
3
 Decreto 100 de 1980 
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primera, segunda, tercera, etc., reincidencias, según que se haya dictado 
contra él una, dos, tres sentencias ejecutoriadas, en los diez años 
anteriores a la ejecución del nuevo delito, culpa o tentativa”. (Lo 
resaltado ajeno al texto original). 
 
Esta última disposición impone un límite temporal a la sentencia ejecutoriada a 
efecto de que surta sus consecuencias en la aplicación de la reincidencia, en 
razón a que transcurrido dicho plazo no era posible graduar la pena bajo el tópico 
de dicha agravante. En otros términos, la ley confiere un término de prescripción 
respecto de la validez de sus efectos.  
 
De otra parte, el Capítulo III relativo al Concurso de delitos y reincidencia del 
Código Penal de 1936 (Ley 95 de 1936, Decreto No. 2300 de 1936), también 
previó en su artículo 344, lo siguiente: 
 
“El que después de una sentencia condenatoria cometiere un nuevo delito, 
incurrirá en la sanción que éste corresponda, aumentada en una tercera 
parte para la primera reincidencia y en la mitad para las demás, siempre 
que el nuevo delito se haya cometido antes de transcurridos diez años de 
ejecutoriada la condena. La multa deberá aplicarse en medida no inferior al 
doble. 
 
“Además de las penas establecidas en el inciso anterior, de la segunda 
reincidencia en adelante se aplicará como accesoria la relegación a una 
colonia agrícola penal, por cinco o quince años, cuando la naturaleza y 
modalidades de los hechos cometidos, los motivos determinantes, las 
condiciones personales y el género de vida llevado por el agente, 
demostraren en él una tendencia persistente al delito.” 
 
En relación con la codificación anterior, esta última elimina algunos requisitos y 
consagra otros. Así, por ejemplo, otorga un peso a la sanción y fija un límite 
máximo de validez de la sentencia, conserva la temporalidad de los efectos de la 
sentencia en 10 años y persiste en la firmeza de la medida impuesta. Por último, la 
excepción de su aplicación en relación con algunos delitos, desaparece del nuevo 
Código Penal.     
 
Ahora bien, como reseña histórica de su aplicación por parte de la Corte Suprema 
de Justicia, se encuentra la sentencia del 12 de julio de 19545, en la que sostuvo 
que la reincidencia es un estado jurídico en el Derecho Penal, en virtud de la cual 
se aumenta la penalidad por la peligrosidad del delincuente, sus condiciones 
antisociales, los motivos determinantes del delito y la calidad de los hechos 
cometidos por el agente activo del mismo. 
                                            
4 Jorge Ortega Torres. “Código Penal y de Procedimiento Penal”, Editorial Centro S.A., Bogotá, 1943, págs. 19y 20. 





Su aplicación como agravante, aduce la Corte, está sujeta a tres condiciones que 
fija la misma ley, a saber: 1) la existencia previa de una o más sentencias 
condenatorias debidamente ejecutoriadas; 2) la reiteración de un mismo delito o 
comisión de otros delitos; y 3) la duración de 10 años entre la primera sentencia y 
la reiteración o comisión de nuevos delitos. 
 
Respecto del segundo requisito, trata de imponer y distinguir lo que antiguamente 
se denominaba como reincidencia especial y genérica. La primera se aplicaba 
para aquellos casos en que la comisión recaía en un mismo delito y la segunda 
sobre delitos de distinta naturaleza. Es decir que la reincidencia tenía dos 
connotaciones, hecho que hoy no sucede, ya que la reincidencia como único 
concepto es la que recae en la misma infracción, y la de diferentes delitos recibió 
posteriormente el nombre de reiteración, como se explicará más adelante.  
 
Pero tal concepción aun tiene serios reparos, conservando para estos efectos 
únicamente la reincidencia bajo las características antes esbozadas. Sin embargo, 
pese a su exclusión de dicha rama, se incorporó como criterio de graduación tanto 
en el régimen sancionador financiero Colombiano, aparentemente con grandes 
falencias, pues no se indica cuáles son sus requisitos y, por ende, la diferencia 
con la reincidencia.  
 
La sentencia del 12 de julio de 19546,  reseñada anteriormente, presenta el delito 
de homicidio atenuado en razón a la provocación, hecho que impidió a la Corte 
aplicar la reincidencia como agravante de la pena, precisamente como 
consecuencia de la concurrencia de una de las causales de excepción, no 
obstante, el Tribunal consideró que el sujeto era reincidente, en tanto ya con 
anterioridad había sido condenado por hurto y robo al delito de homicidio. Por 
tanto, el fenómeno de la reincidencia no puede aplicarse aun cuando existan 
condenas anteriores, por cuanto, precisamente, las referidas condiciones 
excluyentes son la excepción a la norma general de la reincidencia en este caso. 
 
Sin duda, para aquella época tanto el legislador de 1936 como la jurisprudencia 
tenían un concepto importante en la interpretación y aplicación de la reincidencia, 
al atribuirle ciertos requisitos y considerarla como un fenómeno agravante de la 
pena y hasta la posibilidad de exclusión en algunas conductas reprochables. Este 
último aspecto, realmente dentro de las diferentes normas examinadas hasta esta 
instancia se muestra como de novedosa consagración, ya que no se ha 
encontrado que la reincidencia tenga excepciones a su aplicación, todo lo 
contrario es un criterio que extiende todos sus efectos en las infracciones que 
tipifica la ley, connotación que bien puede considerarse para los fines del derecho 
administrativo sancionador.  
 
                                            
6
 Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, M.P. Domingo Saraty Montenegro. 
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En este orden de ideas, interesa por ahora señalar que la reincidencia a pesar de 
su previsión en las referidas disposiciones de carácter penal antes reseñadas, no 
fue consagrada en el Código Penal de 1980, ni en el actual (Ley 599 de 2000). 
Pues de la revisión del Código Penal 19807 y del 20008, se infiere que el legislador 
estableció circunstancias agravantes en ciertos delitos más no previó nada sobre 
el criterio de graduación de la reincidencia que venía de codificaciones anteriores.  
 
La única excepción del fenómeno en el estatuto actual, se halla consagrado en el 
delito de contrabando tipificado en el artículo 319 de la Ley 599 de 2000, 
modificado por el artículo 69 de la Ley 788 de 2002, el cual prevé que “Las penas 
previstas en el presente artículo se aumentarán de la mitad a las tres cuartas (3/4) 
partes cuando se demuestre que el sujeto activo de la conducta es reincidente”. 
 
Pero, el legislador no contempló requisito alguno para la consumación de la 
reincidencia de éste delito, como quiera que únicamente la previó como una 
circunstancia agravante de la conducta, omitiendo en que casos se entendía su 
aplicación, máxime cuando dentro del mismo Estatuto se abolió dicha figura y la 
única fuente jurisprudencial que se tenía devenía 1954 con ocasión de la vigencia 
del Código Penal de 1936.  
 
Ahora bien, la Corte Constitucional9 con ocasión de la acción pública de 
inconstitucionalidad a fin de que se declarara la inexequibilidad de los artículos 44-
3-4, 62 y 6310 del Decreto 196 de 1971, por infringir distintos preceptos de la Ley 
Suprema, recuerda sobre la reincidencia:  
                                            
7 Art. 66. - Agravación punitiva. Son circunstancias que agravan la pena, siempre que no hayan sido previstas de otra 
manera: 1. Haber obrado por motivos innobles o fútiles. 2. Los deberes que las relaciones sociales o de parentesco 
impongan al delincuente respecto del ofendido o perjudicado o de la familia de éstos. 3. El tiempo, el lugar, los 
instrumentos o el modo de ejecución del hecho, cuando hayan dificultado la defensa del ofendido o perjudicado en su 
integridad personal o bienes, o demuestren una mayor insensibilidad moral en el delincuente. 4. La preparación 
ponderada del hecho punible. 5. Abusar de las condiciones de inferioridad del ofendido. 6. Ejecutar el hecho con insidias 
o artificios o valiéndose de la actividad de inimputables. 7. Obrar con complicidad de otro. 8. Ejecutar el hecho 
aprovechando calamidad, infortunio o peligro común. 9. Abusar de la credulidad pública o privada. 10. Hacer más 
nocivas las consecuencias del hecho punible. 11. La posición distinguida que el delincuente ocupe en la sociedad por su 
riqueza, ilustración, poder, cargo, oficio o ministerio. 12. Haber cometido el hecho para ejecutar u ocultar otro, o para 
obtener o asegurar para sí o para otra persona el producto, el provecho, el precio o la impunidad de otro hecho punible. 
13. Observar con posterioridad al hecho, conducta que indique una mayor perversidad. 14. Emplear en la ejecución del 
hecho, medio de cuyo uso puede resultar peligro común. 15. Ejecutar el hecho sobre objetos expuestos a la confianza 
pública, o custodiados en dependencias oficiales o pertenecientes a éstas, o destinados a la utilidad, defensa o 
reverencia colectivas. Conc.: Arts. 20, 61. 
Lo que si estableció la codificación del 1980 fue la observancia de unos mínimos y unos máximos en la pena: “Sólo 
podrá imponerse el máximo de la pena cuando concurran únicamente circunstancias de agravación punitiva y el mínimo, 
cuando concurran exclusivamente de atenuación, sin perjuicio de lo dispuesto en el articulo 61”.  
8 Ver artículo 104 de la Ley 599 de 2000. 
9 Corte Constitucional, Sentencia C-060 de 1994, M.P. Carlos Gaviria Díaz. 
10 “Artículo 63. La reincidencia del abogado en faltas disciplinarias se sancionará así: a) Después de dos 
amonestaciones, la nueva sanción no podrá ser inferior a la censura; b) Después de tres sanciones entre las cuales 




“…nació en el derecho romano y su propósito era hacer más gravosa la 
pena de quien cometía un nuevo delito. Para Maggiore es reincidente “el 
que, después de haber sido condenado, comete un nuevo delito del mismo 
género y en tales circunstancias de hecho y especialmente de tiempo que 
prudentemente puede conjeturarse su pertinencia en la mala voluntad.  
 
“Sobre la conveniencia, o no, de establecer la reincidencia en materia 
criminal, existen distintas tesis y es así como algunos doctrinantes opinan 
que no es justo hacer recaer sobre el reo un delito ya expiado, por lo que 
llegan a sostener que la reincidencia debe tenerse como causa de 
atenuación porque el reincidente obra impulsado por la costumbre y, por 
tanto, con menor conciencia del mal que ha hecho y con menor libertad 
(Carnot, Giuliano, Tissot). Otros, por el contrario, piensan que se debe dejar 
al juez la facultad de agravar la pena, pues no siempre la recaída en el 
delito es prueba de mayor perversidad y entonces debe examinarse en 
cada caso concreto (Carrara, Rossi) y finalmente hay quienes sostienen que 
la reincidencia se justifica a causa de la mayor peligrosidad del reo, hecho 
que se demuestra por su obstinada conducta en violar las leyes, a pesar de 
haber sido castigado con anterioridad (Conti, Manzini). 
 
“La teoría predominante es la que considera que la reincidencia es una 
causa de agravamiento de la responsabilidad y que se justifica a causa de 
la mayor peligrosidad del reo, demostrada en su obstinación en violar las 
leyes a pesar de haber intervenido la acción del poder punitivo.  
 
”Como se puede observar no se han puesto de acuerdo los doctrinantes 
sobre la significación de la reincidencia en materia penal; de ahí la razón 
para que dicho fenómeno tenga operancia en unos sistemas penales y en 
otros no, pues ello depende de la política criminal que cada legislación 
acoja. “(…). 
 
“Dado que la Carta Política no contiene disposición alguna sobre la 
reincidencia, bien puede incluirse o no esta figura jurídica en los 
distintos estatutos sancionatorios, sin contrariar la Ley Suprema, 
pues, en esa materia, la Carta no se encuentra matriculada en ningún 
sistema doctrinal. 
 
“Y si bien es cierto que en materia criminal, la reincidencia ha sido abolida 
del Código Penal Colombiano, ello no quiere decir que en materia 
disciplinaria no pueda contemplarse. Es que las orientaciones 
filosóficas, principios y reglas del Código Penal, no tienen porqué 
                                                                                                                                   
una de las cuales hubiere sido la suspensión, la nueva sanción no podrá ser inferior a la suspensión por un año; y d) 




identificarse con las disciplinarias, pues existen diferencias de 
contenido, objeto y finalidad, además de que la responsabilidad es 
diferente”. (Lo resaltado ajeno al texto original). 
 
Por lo tanto, del fallo mencionado anteriormente se deduce que la consagración de 
esta institución tiene sus defensores como sus opositores, de ahí lo voluble de su 
previsión en los diferentes ordenamientos o estatutos, entre ellos el Penal y el 
Administrativo Sancionatorio. No obstante, lo que más llama la atención del tema 
es el razonamiento que hace la Corte sobre su posible inclusión no sólo en el 
régimen sancionador, sino en otros, dado que la Constitución no hace referencia o 
prohibición alguna, lo que indica que no se encuentra matriculada en un sistema 
doctrinal específico, hecho que haría previsible su consagración en lo que toca 
con el régimen administrativo sancionatorios. 
 
De esta manera, y en materia administrativa sancionadora, la Corte Constitucional 
en punto a la tipificación de la conducta ha sostenido que la tipicidad no requiere el 
mismo grado de rigurosidad que se exige en materia penal, amén de la naturaleza 
de las normas, el tipo de conductas que se reprimen, los bienes objeto de 
protección, la finalidad de la sanción y la participación de normas 
complementarias, que entre otros, son factores que determinan la diversidad en el 
grado de rigurosidad que adquiere el principio de tipicidad en cada materia11.  
 
La misma Corporación se ha referido al punto examinado de manera mucho más 
concreta, manifestando que: 
 
“(…) Así, teniendo en cuenta que la infracción administrativa se fundamenta 
en la protección de intereses generales, en donde se busca mantener la 
adecuada gestión de los distintos órganos del Estado, a efectos de lograr el 
cumplimiento cabal de las funciones que le han sido encomendadas, ha de 
entenderse que el desconocimiento de las normas expedidas en procura de 
lograr estos fines, y que más que regular prohibiciones, señalan requisitos, 
obligaciones y deberes para el adecuado funcionamiento del sistema, 
vienen a convertirse en las prescripciones que, en caso de inobservancia, 
pueden ser objeto de sanción. (…) 
 
“Lo anterior no significa un sacrificio del principio de legalidad, pues es claro 
que ha de poderse determinar que una norma específica, clara, concreta, 
exigía el cumplimiento de determinados requisitos, obligaciones o deberes, 
para que la administración pueda, en uso del derecho sancionador, imponer 
una pena por su inobservancia. La exigencia de una clasificación detallada 
de infracciones administrativas en normas tipo, en donde no sólo se haga 
una descripción exacta de la conducta que será objeto de sanción sino de la 
                                            
11 Corte Constitucional, Sentencia C-099 de 2003  
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sanción misma, modelo típico del precepto penal, devendría en el 
desconocimiento de la naturaleza misma de la actividad administrativa”12.  
 
De manera que la eliminación del fenómeno de la reincidencia del Derecho Penal 
Colombiano no supone en principio que el Derecho Administrativo Sancionador a 
la luz de la Constitución y la ley no la pueda consagrar, dado aquel supuesto 
disciplinario que conlleva la imposición de sanciones a las entidades y personas, 
su validez también depende del contenido normativo aprobado por el legislativo.   
 
3. En Derecho Administrativo Sancionador Financiero  
 
Al respecto, cabe destacar que en Colombia el criterio de graduación propuesto en 
este estudio en materia administrativa sancionadora irrumpió sólo con la entrada 
en vigencia de la Ley 795 de 2003, como quiera que con anterioridad no se tenía 
registro histórico de su existencia en este campo, con excepción del Derecho 
Penal, como se expuso en líneas atrás, pero actualmente vigente únicamente para 
unos pocos delitos y en temas aduaneros. 
 
Sobre el particular, Colombia no ha escapado a la consagración de la reincidencia 
como criterio de graduación de las sanciones administrativas, pero su texto legal, 
al igual que el régimen Peruano13 y Panameño14, no contiene ningún presupuesto 
para su delimitación, ni siquiera define en que consiste en este marco legal dicho 
criterio, a pesar de lo novedoso del tema en esta rama del Derecho Administrativo 
Sancionador Financiero. 
 
Adicionalmente, si se pretendiera traer algunos de los elementos propios del 
Derecho Penal Colombiano, como se mencionó anteriormente la figura solamente 
rigió durante la vigencia del Código de 1890 y 1936, así que nuestro país no 
resulta ajeno a la disyuntiva que presenta la interpretación y aplicación de la figura 
en comento, dado que después de su derogatoria, el legislador no se matriculó en 
ninguna de las teorías jurídicas que avalan su permanencia en esta rama derecho 
o en el Derecho Administrativo. 
 
De otra parte, el Régimen Sancionatorio Colombiano expuesto en la Ley 795 de 
2003, realizó la distinción de la sanción personal e institucional15 y fijó incluso los 
límites de las multas máximas para cada caso, lo que de alguna manera permite 
que la aplicación de la reincidencia tenga unos límites. 
 
                                            
12 Corte Constitucional, Sentencia C-564 de 2000.  
13 Mediante la Ley 26.702 del 06 de diciembre de 1996, Ley General del Sistema Financiero y de Seguros y Orgánica de 
la Superintendencia de Banca y Seguros 
14 Mediante la Ley 1 de 1999, la cual tipifica los delitos financieros sobre el mercado de valores, incluyó como criterio de 
graduación “la reincidencia del infractor” 
15 Regímenes que fueron declarados constitucionales por la Corte Constitucional. Sala Plena. M.P. Humberto Antonio 
Sierra Porto. Sentencia C-860 del 18 de octubre de 2006. Expediente D-6235  
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Pueda que en el régimen personal como se describe en la Ley antes mencionada, 
tenga insuficiencias las cuales se suplen con la remoción o suspensión del 
empleado o directivo, sin embargo, en el institucional, esa opción se haría 
exclusiva a la multa pecuniaria, en tanto la amonestación o llamado de atención, 
es una sanción de mínimo impacto para la entidad vigilada. Entonces, siendo esta 
la única pena diferente a la antes referida y en la que se centra todo el peso de la 
sanción, podría decirse que la administración no tiene más posibilidades que 
imponerla y agravarla en el caso de reincidencia. 
 
De manera que la institución en comento se remite, en lo que toca al régimen 
institucional a agravar la sanción pecuniaria, pues no hay más medidas 
administrativas previstas en este capítulo de la ley que permita inferir una medida 
de mayor impacto. 
 
4. Consagración en el artículo 208 del Estatuto Orgánico del Sistema 
Financiero  
 
En primer lugar, resulta importante reiterar que la institución de la reincidencia es 
nueva en nuestro derecho administrativo sancionador financiero, en tanto con 
anterioridad el legislador no había contemplado su consagración legal. Así, se 
desprende del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, que fuera modificado 
mediante la Ley 795 de 2003.  
 
En efecto, la citada Ley en la historia del Derecho Administrativo Sancionador 
Financiero consagra por primera vez en el literal c), numeral 2 del artículo 52 como 
criterio para graduar las sanciones administrativas que el Supervisor puede 
imponer a sus vigiladas por infracción a la ley, instructivos, reglamentos y 
estatutos, el fenómeno de la reincidencia en los siguientes términos: “2. Criterios 
para graduar las sanciones administrativas. Las sanciones por infracciones 
administrativas a que se hace mención en este artículo se graduarán atendiendo 
los siguientes criterios, en tanto resulten aplicables: (…) c) La reincidencia en la 
comisión de la infracción”. 
 
Como preámbulo al tema, cabe destacar que a la entrada en vigencia de la Ley en 
comento, los únicos criterios que consideraba la Superintendencia al momento de 
imponer la medida administrativa al sujeto infractor, se limitaban a la gravedad de 
la infracción o el beneficio pecuniario obtenido, o según ambos factores, que hoy 
de algún modo se recogen en los literal a) y b) ibídem. 
 
De suerte. que tanto el factor de la reincidencia como los demás criterios de 
graduación hoy incorporados en el numeral 2 del artículo 20816 no formaban parte 
                                            
16 a) La dimensión del daño o peligro a los intereses jurídicos tutelados por la Superintendencia Bancaria, de acuerdo 
con las atribuciones que le señala el presente Estatuto; b) El beneficio económico que se hubiere obtenido para el 
infractor o para terceros, por la comisión de la infracción, o el daño que tal infracción hubiere podido causar; c) La 
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de nuestra legislación administrativa sancionadora financiera para la imposición de 
sanciones, con la excepción de la gravedad de la infracción y/o el beneficio 
monetario obtenido17.  
 
Sin embargo, tal hecho no significa que la institución en comento sea nueva en 
este régimen, pues para la época en que se realizó su inclusión en Colombia 
aquella imperaba como factor de graduación ya en muchos países de América 
Latina, Centro América, Europa y la antigua Unión Soviética (URSS). En otras 
palabras, si bien la reincidencia es un fenómeno jurídico que se inició en el 
Derecho Penal, lo cierto es que desde hace algunas décadas viene permeando las 
diferentes ramas del derecho, entre otras el Derecho Administrativo Sancionador 
Financiero. 
 
5.  Ausencia de requisitos para su interpretación y aplicación. 
 
Tal consagración legal, desde un contexto general y sin mayores atenciones 
parece no ofrecer duda al intérprete, en tanto el sujeto transgresor que incurra de 
forma repetida en desacato a la ley se considera que ha reincidido en la comisión 
de la infracción y, por consiguiente, la pena tendrá un efecto negativo adverso de 
mayor impacto en la nueva sanción que le imponga la autoridad administrativa, 
precisamente por el carácter de agravante que inspira dicha institución.  
 
Sin embargo, al examinar con detalle la preceptiva establecida por el legislador al 
tenor del texto legal, se advierte importantes omisiones, tales como la falta de 
parámetro, regla o requisito para la aplicación de la reincidencia como criterio de 
graduación de sanción administrativa. Tal circunstancia, dificulta sin lugar a 
equívoco su interpretación por parte del operador jurídico y su alcance frente al 
agente infractor en los temas financieros. 
 
Así es, la mera enunciación de la agravante diluye la posibilidad de fijar unos 
límites concretos de aplicabilidad en materia sancionadora, habida cuenta que se 
entrega una institución prácticamente en blanco que compromete de forma 
cardinal los altos intereses jurídicos de los investigados y confunde al juzgador al 
momento de efectuar el análisis que validará su estudio frente al caso específico. 
                                                                                                                                   
reincidencia en la comisión de la infracción; d) La resistencia, negativa u obstrucción a la acción investigadora o de 
supervisión de la Superintendencia Bancaria; e) La utilización de medios fraudulentos en la comisión de la infracción, o 
cuando se utiliza persona interpuesta para ocultarla o encubrir sus efectos; f) El grado de prudencia y diligencia con que 
se hayan atendido los deberes o se hayan aplicado las normas legales pertinentes; g) La renuencia o desacato a cumplir 
con las órdenes impartidas por la Superintendencia Bancaria; h) El ejercicio de actividades o el desempeño de cargos sin 
que se hubieren posesionado ante la Superintendencia Bancaria cuando la ley así lo exija; y i) El reconocimiento o 
aceptación expresos que haga el investigado sobre la comisión de la infracción antes de la imposición de la sanción a 
que hubiere lugar. 
17 a) La dimensión del daño o peligro a los intereses jurídicos tutelados por la Superintendencia, de acuerdo con las 
atribuciones que le señala el presente Estatuto y b) El beneficio económico que se hubiere obtenido para el infractor o 




En ese orden, la verdad es que el establecimiento de ciertos parámetros para su 
aplicación, evitaría o al menos reduciría posibles excesos que sobre el particular 
se pueden presentar hacía los investigados a quienes se les ha hecho efectivo la 
agravante de la reincidencia. Por ello, es de prever que la posición en relación con 
el tema entre las personas vigiladas por la Superintendencia se agudizará y 
polarizará, al menos mientras subsista tal precepto en los términos allí expuestos, 
pues la brecha de interpretación es muy amplia para fijar una línea de juicio 
racional, máxime, se insiste, cuando los antecedentes muestran que el tema no ha 
sido pacifico desde sus orígenes. 
 
En este orden, y para mejor ilustración de lo que podría suceder en el terreno de 
derecho sancionador, es importante revisar algunos de los requisitos que la 
doctrina ha venido decantando en el devenir histórico y cambiante del derecho.    
 
6. Dificultades en la firmeza del acto administrativo 
 
i. Firmeza del acto administrativo: 
 
Es necesario empezar precisando que el organismo de control y vigilancia está en 
la obligación legal de acatar cada una de las fases previstas en el proceso 
administrativo sancionador financiero, ello en garantía del debido proceso y el 
derecho de defensa que incumbe a las partes investigadas18. De suerte que la 
actuación administrativa frente al agotamiento de sus distintas etapas, es 
previsible señalar que la ejecución y cumplimiento de las mismas necesariamente 
demandará un plazo mínimo en el desarrollo de la respectiva investigación.  
 
En efecto, la expedición del acto administrativo que impone la sanción, llámese 
amonestación, multa, suspensión, remoción o clausura de oficina de 
representación requiere, tal y como fue antes expuesto, de forma rigurosa el 
tránsito de las siguientes etapas, siempre que la medida surja de una visita de 
inspección: elaboración del informe, traslado a la persona vigilada sea natural o 
jurídica19 para que rinda las explicaciones pertinentes, de encontrarse alguna 
                                            
18 Martínez Neira, Néstor Humberto. “Cátedra de Derecho Bancario Colombiano”, Legis editores S.A., 2000, pág.115.  
Señala que por definición la Superintendencia es un ente de alta policía económica que debe contar con una gama 
amplia y variada de sanciones para mantener el orden público en el aspecto que le ha sido confiado. A partir de penas 
pecuniarias hasta llegar a la intervención administrativa, pasando con facultades coercitivas intermedias tales como la 
remoción de funcionarios o la suspensión o cancelación de ciertas licencias o autorizaciones. Las sanciones no sólo 
pueden aplicarse a las propias instituciones, sino que pueden extenderse a sus administradores y revisores fiscales. Las 
atribuciones punitivas de la Superintendencia constituyen una facultad reglada y no de carácter discrecional.” 
19 “…la responsabilidad por contravenciones administrativas (…) es predicable de las personas jurídicas por actos que 
excedan los límites estatutarios y legales, y de las personas naturales a quienes se ha confiado sus representación por 
actos u omisiones que impliquen el desconocimiento de las normas que de manera específica les imponen deberes 
especiales resultante del desarrollo de principios y garantía de rango constitucional.” Consejo de Estado, Sala de lo 
Contencioso Administrativo, Sección Cuarta, marzo 13 de 1998. 
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irregularidad se elabora pliego de cargos y se notifica a los presuntos 
responsables, puede abrirse periodo probatorio, el cual puede negarse o 
admitirse, de negarse se concede la posibilidad de interponer recurso de 
reposición, si interpone recurso se debe expedir nuevamente auto negando o 
admitiendo el pedido solicitado.  (Ver Gráfica 1) 
 
De encontrase probadas las irregularidades administrativas, el Supervisor procede 
a expedir y notificar la resolución de sanción, ante lo cual el investigado puede 
interponer recurso de apelación y hacer nueva solicitud probatoria si lo considera 
pertinente. Respecto de esta última solicitud, la administración debe expedir auto 
negando o admitiendo la prueba, de negarse el recurrente puede presentar 
recurso de reposición contra dicho auto. (Ver Gráfica 2) 
 
Resuelta la solicitud en esta instancia y efectuada la notificación, el organismo de 
control y vigilancia procede a valorar todas y cada una de las pruebas que obran 
en el expediente administrativo y a expedir y notificar el acto administrativo que 
resuelve recurso de apelación, actuación que permite dar por agotada la vía 
gubernativa.   (Ver Gráfica 2) 
 
La descripción del procedimiento anterior, tiene por finalidad demostrar que la 
actuación administrativa sancionadora no es abreviada o sumaria, a contrario 
sensu, su trámite conlleva un mínimo de requisitos que se traduce en periodos 
extensos para su trámite y ejecución. Así que ese hecho, permite afirmar que, 
infracciones que se suceden en plazos cortos entre una y otra dentro de 
determinado proceso administrativo no puede aplicarse el criterio de graduación 
en estudio, dado que el acto administrativo para ese entonces es difícil que ya 
haya agotado la etapas que demanda la vía gubernativa.  
 
Por lo tanto, bajo esa tesis, si bien es posible aplicar la medida administrativa 
correspondiente, no es posible agravar la sanción desde el contexto del 
reincidencia, se insiste, en aquellos casos en que la infracción se sucedan entre 
lapsos cortos y hasta de mediano plazo, en tanto la medida aún no ha sido 
ejecutoriada. 
 
Entonces, el requisito de la firmeza del acto administrativo no armoniza con las 
infracciones repetitivas que se suceden con cierta frecuencia, de suerte que la 
reincidencia pierde fuerza en su ámbito de aplicación, dado que sólo será posible 
su aplicación frente infracciones que se despliegan por fuera de aquellos límites. 
 
Para ilustrar el punto, supóngase que determinada compañía de seguros se 
abstuvo de vender el Seguro Obligatorio de Daños Corporales Causado a las 
Personas en Accidente de Transporte –SOAT, durante dos o tres meses continuos 
en un mismo año. Al respecto, es importante recordar que el artículo 192 del 
Estatuto Orgánico del Sistema Financiero en concordancia con la Circular Externa 
006 de 1995 expedida por la Superintendencia obliga a que todas las 
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aseguradoras que tienen autorizado este ramo vendan la póliza sin excepción 
alguna. 
 
Supóngase que la autoridad administrativa inició la actuación contra la entidad 
investigada inmediatamente se cercioró del incumplimiento legal ocurrido en el 
primer caso, pero luego de expedir la sanción y efectuar su notificación encuentra 
que esta ha incurrido nuevamente en la misma infracción, esto es, no expedir la 
póliza aludida. De manera que el nuevo hecho ha sucedido sin que la resolución 
inicial haya cumplido con las etapas que se exigen para el agotamiento de la vía 
gubernativa.  
 
Por lo tanto, de proceder la Superintendencia en ese momento a sancionar la 
segunda irregularidad administrativa, tendrá que abstenerse de graduarla con 
base en la agravante de la reincidencia, dado que no fue posible concluir con la 
ejecución del acto administrativo sancionador precedente. 
 
No obstante, el Supervisor aún podría tener una opción, concluir todo el proceso 
sancionador hasta dejar en firme la resolución administrativa inicial para luego si 
proceder a imponer la segunda medida con fundamento en la agravante de 
reincidencia, pero, acaso es posible validar jurídicamente esa actuación de la 
administración a partir de esa conducta.  
 
Este último razonamiento, puede llevar a la administración a esperar a que finalice 
el primer proceso sancionador o simplemente limitar su accionar hasta tanto no se 
resuelva de fondo la actuación precedente, es decir, que el principio de celeridad 
de la actuación administrativa contenido en el artículo 12 del Código Contencioso 
Administrativo bien puede ser menoscabo o incluso sobrevenir la caducidad de la 
potestad sancionadora20. 
 
Por tal motivo, surge la disyuntiva si para la fecha en que se suceden los nuevos 
hechos que servirán de fundamento para calificar la reincidencia se requiere que 
la resolución administrativa haya adquirido firmeza, o si basta la situación de que 
para la fecha de la expedición de la segunda sanción la primera se encuentre 
ejecutoriada. En otras palabras, la directriz a determinar es si el acto resolutivo 
debe estar agotado para la fecha del nuevo hecho o para la fecha de la segunda 
sanción. 
 
Este aspecto importante en la aplicación de la figura en estudio, no ha sido 
prevista en ninguno de los ordenamientos examinados, ni siquiera en el Derecho 
Penal y menos aún en nuestro régimen sancionador financiero. 
 
                                            
20 Dispuesta en el artículo 38 del Código Contencioso Administrativo bajo el tenor “ARTICULO 38. CADUCIDAD 
RESPECTO DE LAS SANCIONES.  Salvo disposición especial en contrario, la facultad que tienen las autoridades 
administrativas para imponer sanciones caduca a los tres (3) años de producido el acto que pueda ocasionarlas.”  
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Ahora bien, en aquellos eventos en que de presentarse varias infracciones sin que 
exista acto en firme en períodos cortos, no podría hablarse de aplicar la 
reincidencia, pues bajo este supuesto las posibles sanciones todavía no han sido 
ejecutoriadas, bien porque el procedimiento de investigación está en curso o 
simplemente porque los recursos interpuestos por los sancionados no se han 
resuelto por el inmediato superior.  
 
De forma tal, que ese desacato repetitivo de infracción legal, podría ser castigado 
en el contexto de otro u otros criterios de graduación, pero nunca desde la 
perspectiva de la reincidencia, ya que el parámetro del acto en firme pone un 
obstáculo a la administración.   
 
A su turno, de no concurrir sanción en firme para el momento en que acaece el 
nuevo hecho infractor, pero sí al momento en que la administración impone la 
medida administrativa, es importante destacar que para la época en que el sujeto 
despliega la nueva conducta reprochable todavía no tiene certeza de si ese acto 
será o no reincidente, habida cuenta que para ese entonces no hay resolución en 
firme. Pues, cabe recordar que las resoluciones emitidas en lo que respecta al 
proceso administrativo sancionador pueden ser modificadas, aclaradas o 
revocadas a solicitud de parte o incluso por la propia administración. 
 
En lo que concierne a la imposición de la segunda medida administrativa por parte 
del Supervisor, es de resaltar que el sujeto infractor para ese entonces ya tiene 
pleno conocimiento de que su conducta precedente fue censurada y que en 
consecuencia en esta última se calificara con la agravante de la reincidencia.  
  
Es más, no puede desconocerse que desde ese escenario ya existe el indicio de 
que el infractor de alguna manera conoce las consecuencias que devendrán de 
una segunda infracción de la ley, como quiera que previamente su conducta 
irregular fue sancionada aun cuando para la época del nuevo hecho irregular la 
sanción no estuviera en firme.  
 
Distinto es cuando la autoridad administrativa castiga a quien sin haber proferido 
decisión en firme en su contra para la fecha de la segunda sanción invoque como 
factor de agravación la reincidencia, en tanto el requisito de ejecutoria aun no se 
ha cumplido, por cuanto la decisión final sigue en estudio, o a la espera de su 
confirmación, modificación o revocatoria.  
 
En efecto, su eficacia jurídica deriva entonces de la oportuna aplicación como 
agravante especialmente frente a aquel sujeto que de manera persistente insiste 
en infringir la misma disposición, de allí, la necesidad de persuadirlo para que 
desista de su conducta censurable y se sujete a los mandatos legales, en este 
caso, de orden público económico. Es por esto que condicionar su aplicación al 
acto en firme para la época en que ocurra el nuevo hecho, limita su accionar, pues 
le impone implícitamente plazos imposibles de cumplir al ente investigador y al 




Así, por ejemplo, si en el curso de dos meses, el sujeto incurre en una nueva 
transgresión de la misma disposición, y si es requisito de que el acto se encuentre 
en firme para ese momento, significa que dentro de los dos meses que 
precedieron al nuevo hecho habría que elaborar el informe de visita, efectuar su 
traslado al presunto responsable, formular el pliego de cargos, admitir o rechazar 
pruebas, expedir la sanción, firmar y notificar, y de interponerse recurso de 
apelación contra medida, proyectar acto administrativo que lo decide, admitir o 
rechazar pruebas, resolver la reposición contra el auto que decreta pruebas, firmar 
y notificar la resolución que agota la vía administrativa, a efectos de considerar la 
validez de la aplicación de tal criterio. 
 
Pero, como es imposible desarrollar todo el procedimiento sancionatorio en dicho 
plazo, dado que es necesario otorgar ciertas garantías de ineludible aceptación al 
investigado, v.gr términos para realizar los descargos, el cual es de treinta días 
(30) días, el período probatorio que puede ser hasta por dos (2) meses, el término 
para interponer los recursos de reposición (pruebas) y apelación (contra la 
resolución sancionatoria), el cual es de cinco (5) días, la suspensión de términos 
en aquellos casos en que señala la ley, el trámite de impedimento para conocer de 
ciertas actuaciones, entro otros. 
 
Así que en el mejor de los escenarios la sanción en la práctica quedaría 
ejecutoriada después de dos años, dada las distintas etapas que contiene el 
procedimiento administrativo. Lo anterior, sin olvidar que un alto porcentaje de las 
sanciones son impugnadas y exige por tanto de la administración una etapa 
adicional en la segunda instancia que suele retrasar la ejecución del acto 
resolutivo final.  
 
Es más, de seguir el supuesto esbozado, el infractor bien podría dilatar la 
actuación para logra la extensión del plazo y, por ende, lograr la inaplicación de la 
reincidencia, tal sería el caso de la formulación de solicitud de pruebas superfluas, 
impertinentes e ineficaces, interponer recurso contra los autos de pruebas por el 
solo hecho de que la ley le otorga esa prerrogativa, pero no porque tengan alguna 
eficacia e incidencia en la actuación administrativa.   
 
Desde este contexto, es claro que la firmeza de la sanción al momento de imponer 
la nueva medida o a la ocurrencia del nuevo hecho infractor, genera serías 
dificultades al operador jurídico tendiente a dar aplicación en todo su contexto a 
este complejo criterio de graduación ahora parte del derecho administrativo 
sancionador.  
 
También lo que demuestra algunas reglas de la experiencia es que el infractor 
reincidente en materia financiera normalmente despliega su conducta en intervalos 
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de tiempo muy cortos entre una y otra conducta21, circunstancia que amerita la 
represión y disuasión22 oportuna del Estado con la aplicación de la sanción y, de 
paso, el criterio agravante de graduación, máxime si observamos las 
connotaciones que sus efectos puede causar en la inversión y ahorro del público. 
 
De hecho, habrá infracciones que escapan al supervisor dentro del concepto de 
agravación por reincidencia, ello precisamente en razón a que la administración no 
puede esperar a que la resolución esté ejecutoriada, sino que su obligación es 
imponer la sanción cuando quiera que verifique la infracción de normas que se 
encuentran bajo su competencia, amén de que la medidas deben ser oportunas a 
efecto de que surtan los efectos en el momento indicado y a fin de evitar la 
caducidad de la facultad sancionadora del Ente de Control.   
 
Es por tanto, es usual encontrar sanciones que castigan una misma conducta y al 
mismo sujeto en diferentes épocas, sin que se aplique dicho agravante, en razón a 
que aún no ha sido posible dejar en firme ninguna de las anteriores sanciones, ni 
en la mejor de los eventos, la primera que se impusiera. Si a partir de esa premisa 
se ha dejado de aplicar la reincidencia, qué sucedería si la administración tuviera 
que condicionar también su aplicación a que la resolución de sanción quedara en 
firme para la época en que se desarrollaron los nuevos hechos, eso significaría 
abrir un brecha mayor al infractor con estas características a la ya existente. 
 
En efecto, el sujeto que infringe la ley de manera repetida podría actuar bajo la 
convicción de que la Superintendencia en ningún momento va a optar por agravar 
la sanción, pues desde ese contexto sabe a ciencia cierta que puede continuar en 
infracción a la ley sin que tal criterio tenga aplicación alguna.  
 
Así las cosas, la firmeza del acto administrativo como requisito para la 
aplicabilidad de la reincidencia, deja serías dudas del momento en que debe 
acatarse esa validez, con la dificultad adicional de que la misma ley ni siquiera lo 
consagró.  
 
Por lo tanto, si bien en Colombia se sigue la tesis de la firmeza con el agotamiento 
de la vía gubernativa de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 62 y 63 del 
Código Contencioso Administrativo23, también es cierto que no se puede descartar 
                                            
21 En este caso una sociedad aseguradora incurrió en cuatro oportunidades en infracción de la misma disposición, esto 
es, el literal i) del numeral 2 del artículo 153 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, el cual establece un límite en 
los porcentajes de inversión que puede realizar una persona en los Fondos Comunes Ordinarios, así da cuenta las 
Resoluciones de sanción que profiriera el Ente de Control, 0335 y 1780 de 2005, 0223 y 2061 de 2007. 
 
23 “Artículo 62. Los actos administrativos quedarán en firme: 1. Cuando contra ellos no proceda ningún recurso. 2. 
Cuando los recursos interpuestos se hayan decidido. 3. Cuando no se interpongan recursos, o cuando se renuncie 
expresamente a ellos. 4. Cuando haya lugar a la perención, o cuando se acepten los desistimientos. Artículo 63. El 
agotamiento de la vía gubernativa acontecerá en los casos previstos en los numerales 1 y 2 del artículo anterior, y 




que la firmeza se obtenga hasta tanto no se haya agotado la vía gubernativa y 
juzgado en la jurisdicción de lo contencioso administrativo la respectiva sanción. 
 
Lo anterior, como lo señala Aníbarro Pérez y Sesma Sánchez el problema que 
plantea la segunda interpretación del Tribunal Supremo “es que, si con 
posterioridad a la apreciación de la reincidencia por parte de la Administración la 
sanción que se ha tomado como antecedente fuese anulada en vía jurisdiccional, 
obviamente la nueva sanción se habría agravado como consecuencia de otra 
anterior improcedente y que, por tanto, no debería haberse computado para estos 
efectos”.    
 
Así que, esta posición dual que podría presentarse también en nuestro país obliga 
a revisar si la interpretación que viene efectuando la Administración se ajusta a la 
Constitución y, por supuesto, si no existe vulneración de los derechos de los 
vigilados en el evento en que se aplique la reincidencia. 
 
Y es que, si el Tribunal modificara o anulara el acto administrativo precedente en 
punto a la sanción impuesta inicialmente, automáticamente esa decisión 
trastocaría la nueva sanción que ha sido graduada con fundamento en la 
agravante de la reincidencia. Además, recuérdese, que la sanción administrativa 
en Colombia en lo que atañe al sistema financiero se hace efectiva una vez la 
resolución queda en firme. 
 
Bajo ese contexto, supóngase que el Supervisor ha impuesto como medida 
administrativa la remoción del funcionario y que la Superintendencia en vía 
gubernativa confirmó la decisión, sin embargo, ante la demanda en lo contencioso 
el Tribunal decide anular el acto administrativo que gradúa la reincidencia como el 
precedente. 
 
Ante esa decisión y la remoción del cargo, es claro que se afectó el derecho del 
empleado, entonces, surge la pregunta, es este el procedimiento que debe seguir 
la Administración respecto de la firmeza del acto cuando la sanción es graduada 
con base en la reincidencia.  
 
ii.  Violación del non bis in ídem 
 
La aplicación de la agravante de reincidencia se podría oponer al principio de 
legalidad en su exigencia de la prohibición del non bis in ídem, pues el contenido 
de lo ilegal no es más grave por el hecho de que el autor haya transgredido ya en 
otra ocasión, cabe llegar a la conclusión de que la agravación de la sanción en el 
segundo reproche trae su causa en la realización del primero, que de esta manera 
resultaría doblemente sancionado, así como la responsabilidad del autor: a la 
pena que en su día correspondió a la primera infracción se uniría, sin embargo, 
caso de apreciar la agravante de reincidencia, otra adicional a ejecutar con motivo 




En ese orden, y en atención a lo anterior se infringe dicho principio ya que dado, 
que el contenido de lo ilegal de un hecho no es más grave por el dato de que su 
autor haya violado en otra ocasión, no cabe sino llegar a la conclusión de que la 
agravación de la pena por la segunda o ulterior conducta trae su causa en la 
realización del primero que, de esta forma, resultaría doblemente sancionado. 
Esto es: a la pena que en su día correspondió el primer delito- y cuyo 
cumplimiento extinguió totalmente la responsabilidad derivada del mismo se uniría 
al apreciar la agravante de reincidencia en el segundo reproche, un pena que, al 
no poder fundamentarse en el ulterior transgresión, debería fundamentarse 
necesariamente en la realización del hecho ya penado, que resultaría así 
doblemente sancionado.   
     
De alguna manera, el Estado está en la obligación de reprimir con mayor rigor su 
resistencia y persuadirlo en su accionar positivo, un mayor reproche a quien sabe 
ya por propia experiencia el sentido de las prohibiciones jurídicas, o razones de 
prevención especial, en tanto el sujeto infractor ha demostrado predisposición para 
vulnerar la ley, bien porque la cree poco efectiva, o simplemente la considera 
como un valor simbólico en la ley.   
 
En consecuencia, es evidente que no existe unanimidad frente a la vulneración del 
principio del non bis in ídem con ocasión de la aplicación del criterio de graduación 
de la reincidencia, en tanto aun persiste la posición de quienes lo defienden en 
este contexto como sus opositores.  
 
7. Dificultades en la aplicación de algunas sanciones 
 
Como preámbulo de las dificultades que se plantearan a continuación, cabe 
indicar que el EOSF consagra las distintas sanciones que pueden imponerse a las 
personas naturales como jurídicas vigiladas por la Superintendencia Financiera: 
llamado de atención o amonestación, multa, remoción del empleado, suspensión e 
inhabilidad del cargo y para el caso de las entidades financieras, bursátiles y de 
reaseguro del exterior, clausura de sus oficinas de representación. 
 
Así, siendo la multa pecuniaria por excelencia la sanción que en su mayoría se 
impone y se considera tal vez la de mayor impacto frente a las personas vigiladas, 
se esbozarán las principales dificultades que presenta cuando quiera que se 
aplique la agravante bajo examen. A su vez, también se revisará los problemas 
que se derivarían en los casos de suspensión o inhabilitación y remoción de los 
empleados de las entidades vigiladas, profundizando en la distinción que hace la 
Ley 964 de 2005, cuando se refiere a que no podrá ejercer funciones de 




i. Multa pecuniaria  
 
La intención de profundizar en el estudio de la sanción pecuniaria, obedece a que 
su aplicación es en su mayor parte el común de denominador en las medidas 
administrativas que impone el Supervisor Financiero a sus vigiladas y en este 
sentido bien vale la pena analizar las diferentes variables que impactan este tipo 
de sanción cuando se aplica la agravante de la reincidencia.  
 
La primera abstracción se contrae a aquella suposición en que el Supervisor haya 
aplicado inicialmente una sanción sobre el límite máximo pecuniario previsto en el 
artículo 208 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero. Entonces, la pregunta 
que surge en este evento es cuál deber ser la medida imponer en aquella 
situación en que se incurre en la reincidencia de la comisión de la infracción. 
 
Al respecto, hay que señalar que al tenor del artículo 208 ibídem la pena de mayor 
gravedad que podría imponer el Ente de Control a nivel institucional a 
cualesquiera de las entidades vigiladas es la sanción pecuniaria en su expresión 
máxima, la cual se gradúa de acuerdo con los criterios dosificadores de la sanción 
allí previstos, ello en tanto la suspensión o inhabilitación y la remoción únicamente 
resultan aplicables a las  personas naturales, esto es, a los directores, 
administradores, representantes legales, revisores fiscales u otros funcionarios o 
empleados de una institución sujeta a la vigilancia cuando quiera que incurran en 
infracción a la ley, reglamentos, estatutos e instructivos. 
 
En cuanto a la observancia del principio de legalidad, el literal b) del artículo 208 
del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, ha sido explícito en señalar el 
máximo que la autoridad administrativa puede imponer tanto a las entidades 
vigiladas como los administradores, directivos o demás empleados que se 
encuentren vinculados a la actividad financiera, de modo que en este caso, sería 
acaso válido aceptar que la reincidencia cede sus efectos ante la prevalencia del 
tal principio o viceversa. 
 
Así mismo, si la ley ha previsto una pena pecuniaria máxima, con qué pretexto, si 
de aplicar la agravante de reincidencia se trata, se puede aducir ahora que no 
existe desproporcionalidad de la medida por exceder el límite previsto por el 
legislador, o es que este factor de agravación permite la graduación de la medida 
administrativa por fuera de ese tópico pecuniario.  
 
No obstante, frente a estas últimas como bien lo advierte el último inciso del 
numeral 2 del artículo 208 del EOSF, la reincidencia y los demás criterios de 
graduación allí previstos, no tienen aplicación, en tanto la sanción pecuniaria debe 
calcularse acorde con la metodología que indican la preceptivas que regulan estos 
temas24, sin más consideración sobre el particular.  
                                            
24 Sobre este particular, el inciso final del numeral 2º del artículo 208 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, prevé 




De modo que es de fácil deducción, establecer que son pocas las alternativas de 
orden sancionatorio con que cuenta el Supervisor para imponer medidas de tipo 
institucional, pues únicamente la ley consagra el llamado de atención o 
amonestación y la multa pecuniaria. En suma, cuando la reincidencia sobreviene 
la administración no tendría más opción que imponer la pena pecuniaria, dado que 
el llamado de atención o amonestación es una medida de menor impacto, de 
suerte que, necesariamente la aplicación de la reincidencia vierte sus efectos en la 
multa pecuniaria. 
  
En conclusión, la aplicación de cualquiera de los criterios que prevé el Estatuto 
Orgánico del Sistema Financiero que implique agravación de la pena incluido 
desde luego la reincidencia, su resultado no podrá ser otro distinto que la multa 
pecuniaria en cuanto al orden institucional concerniente, desde el estudio del caso 
que determine el juzgador de instancia, ante la carencia de valor porcentual o el 
peso que debe conferírsele a dicha institución cuando concurre su aplicación. 
 
Así las cosas, el ordenamiento jurídico colombiano en punto al régimen 
sancionador financiero y cuando se trata de aplicar la reincidencia tanto el plano 
personal como institucional desde el punto de vista pecuniario, deja serias dudas 
sobre el verdadero alcance que debe otorgársele, su orden y cuales los efectos 
que debe surtir.  
 
ii. Suspensión o inhabilitación del empleado financiero 
 
En este punto, bien vale la pena en primer lugar extraer las diferencias que 
incorpora el artículo 53 de la Ley del Mercado de Valores y el 208 del Estatuto 
Orgánico del Sistema Financiero. 
 
Así, en lo atinente a la suspensión o inhabilitación, la Ley de Valores establece 
que tal sanción se aplica a las personas que ejerzan funciones de administración, 
dirección o control de las entidades vigiladas por la Superintendencia Financiera, 
entonces con respecto al Estatuto pueden o no incluirse las que requieren 
posesión, ya que no todas las que ejercen dichas funciones es posible que no 
requieran de posesión, es decir que al parecer el contexto de posesión es mucho 
más reducido que el de la función así erigida. En pocas palabras, la función es el 
género y posesión es la especie. 
 
Por lo tanto, la suspensión o inhabilitación supone para efectos de aplicar la 
reincidencia un mayor ámbito de acción frente al individuo cuando se trata de 
enmarcar el concepto de función que de posesión, esto, se insiste, porque no todo 
administrador, director requiere posesión ante el Supervisor Financiero. De suerte 
                                                                                                                                   
por normas especiales, cuya cuantía se calcula utilizando la metodología indicada por tales disposiciones, como son las 
relativas a encaje, niveles adecuados de patrimonio, márgenes de solvencia, posición propia, inversiones obligatorias, 
máximos y mínimos de inversión y demás controles de ley aplicables a las entidades vigiladas por la Superintendencia.   
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que la norma de valores es mucho más amplia cuando de aplicar la sanción se 
trata y por supuesto la agravante en comento. 
 
Esta sanción, sin embargo, contiene algunos vacíos en su interpretación, una 
primera, la suspensión e inhabilitación puede ser hasta de cinco años, esto 
significa que la administración cuenta con un sinnúmero de posibilidades en 
relación con el tiempo de sanción, que se considera puede ir de 1 día hasta el 
término máximo que señala la ley, pero cómo determinar, si la misma ley no 
establece, cuál debe ser el tiempo a que debe estar sujeto el infractor reincidente 
o incluso la sanción inicial. 
 
Es más, esta sanción al igual que la pecuniaria, podría inducir al equívoco que su 
imposición también puede darse tanto como aplicación inicial como por efecto de 
la reincidencia, vale decir, otorgándole un mayor plazo de suspensión o 
inhabilitación al administrador o director.  
 
Aunado a lo anterior, la suspensión o inhabilitación desde el punto de vista de la 
“función” lo que a primera vista se desprende es que los funcionarios podrían 
desempañar otras actividades que no entrañen la administración, dirección o 
control. Hecho que equivaldría a manejar posiblemente los negocios anteponiendo 
a otro empleado bajo su mando u orden y de esta manera la sanción misma y la 
reincidencia como criterio agravante pierde su eficacia.   
 
Pero, a contrario, también los efectos de la reincidencia de aplicarse la suspensión 
de un plazo mayor y que represente una afectación sustancial a su empleo, 
necesariamente conllevaría su renuncia o retiro por parte del entidad financiera, ya 
que se cree que la empresa como el funcionario no estarían en disposición de 
soportar el peso jurídico de lo que significa la privación laboral en los dos 
entornos, es decir que se desborda el ámbito de aplicación que pretende la ley. 
 
Hasta qué punto es legítimo, entonces, aceptar que la sanción y la reincidencia 
aplicada respecto de la misma, puede erigirse como máxima sobre los derechos 
laborales del individuo, o la actividad financiera cuyo imprescindible objetivo de 
orden público económico que busca proteger el ahorro público, la confianza y la 
seguridad del sistema es de indiscutible aceptación frente al interés particular.  
 
iii. Remoción del funcionario 
 
La remoción del administrador, directivo o del funcionario financiero, es 
considerada desde el punto de vista del régimen personal, una de las sanciones 
de mayor incidencia en la esfera particular del individuo, dado que afecta 
ostensiblemente sus derechos en el campo laboral y restringe la posibilidad de 




Este último aspecto, se aclara, la norma no indica que la remoción implica también 
la imposibilidad de incorporase inmediatamente, en mediano o largo plazo con otra 
entidad distinta en la que incurrió en infracción, es decir, una especie de 
suspensión o inhabilidad para ejercer en la calidad que alude la Ley. En términos 
más concisos, pareciera que la remoción conlleva de igual modo la suspensión o 
inhabilidad del funcionario financiero, lo que implicaría un doble efecto de la 
sanción. 
 
Pues, ha de entenderse que si la remoción se concibe como una sanción de 
mayor implicación, no podría asimilarse que sus efectos únicamente se limitaran a 
ese hecho, ya que de lo contrario el empleado removido bien podría vincularse en 
el corto tiempo con otra empresa del sistema, es decir que en este punto la 
suspensión o inhabilitación por un importante período podría producir un mayor 
impacto que la propia remoción, al impedir que este pueda ejercer en cualquier 
entidad del sector inmediatamente. 
 
Pero, muy seguramente cuando el infractor removido intente en el entorno laboral 
volver al sistema, encontrará la barreara infranqueable del Supervisor dispuesto a 
negar cualquier opción de su retorno, ello dentro de la potestad administrativa que 
le confiere la ley, aunado a la valoración de los antecedentes que incidieron en la 
sanción de destitución impuesta. Además, la posibilidad de prescripción de los 
antecedentes sancionatorios, no solo parecen quedar por fuera del marco legal 
ante su omisión, sino condicionada al poder facultativo de la autoridad 
administrativa.   
 
Ahora bien, planteado lo anterior y descendiendo a la agravante de la reincidencia 
en relación con sus implicaciones en el caso de la destitución, vienen varias 
reflexiones que dificultan su aplicación en el régimen sancionador financiero, a 
saber: 
 
El primer supuesto, consiste en determinar en qué eventos puede imponerse la 
remoción como sanción al sujeto infractor. Inicialmente, sería aquel según el cual, 
el sujeto en el caso precedente hubiera sido sancionado con multa o con la 
suspensión del cargo y en aplicación de la reincidencia se decide imponer la 
remoción y, un segundo, sería en virtud del daño o peligro que produjo la conducta 
irregular desplegada por el empleado. 
 
Por lo tanto, lo que conviene estudiar en esta instancia es el primer caso, y de esta 
manera procede cuestionarse, hasta donde la reincidencia es capaz de producir 
un efecto mayor de la sanción que desde luego amerite la remoción del cargo del 
administrador, directivo, revisor fiscal o empleado.  
  
Como la misma ley no ha definido en qué circunstancias resulta pertinente por 
efecto de la reincidencia imponer determinada sanción, será que la administración 
queda facultada para efectuar su valoración y decisión de la medida que estime se 
adecua con mayor razonabilidad a la situación de fáctica y jurídica acaecida o es 
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la ley la que debe definir cuál la sanción y su peso cuando el sujeto sea 
reincidente. En términos concretos, la oportunidad de sancionar al agente infractor 
con la medida de la remoción, se estima debe previamente estar consagrada en la 
ley, ello como advertencia de que ante el incumplimiento repetitivo del 
ordenamiento se hará acreedor a determinada  pena. 
 
De forma adicional, podría decirse que dependiendo de la calificación de la 
infracción y la conducta reincidente del sujeto, es viable determinar que sanción es 
la adecuada a los fines de la actividad financiera, pero como el panorama legal no 
ofrece ninguna solución, bien porque tal calificación no está prevista o bien porque 
el peso de la agravante pasó desapercibida por el legislador, confunde el marco 
de aplicación de la institución bajo estudio. 
 
Así que, la mayor dificultad reside en establecer cuál debe ser el camino que 
conduce a la remoción, ya que no resulta lo más conveniente a los intereses 
estatales y de los investigados que la potestad de fijar la sanción en la mayoría de 
los eventos recaiga en el órgano de supervisión, ello dentro del poder discrecional 
que confiere la ley.  
 
8. La confusión entre reincidencia y reiteración 
 
Al respecto, no sobra advertir que las dos instituciones aludidas son de reciente 
incorporación en nuestro Derecho Administrativo Sancionador Financiero. Así, la 
reincidencia como ya se indicó anteriormente, se introdujo con la reforma 
financiera que quedara plasmada en la Ley 795 de 2003 y que modificara el 
artículo 208 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero.  
 
Ahora, a través de la Ley 964 de 2005, la cual fija los criterios y principios 
generales que rigen el mercado de valores, se establece por primera vez en 
Colombia en el régimen sancionador, la agravante de la reiteración como factor 
para graduar las sanciones administrativas que se impongan a las entidades 
vigiladas.   
 
Bajo esta perspectiva, el Derecho Administrativo Sancionador Financiero ha 
consagrado dos figuras jurídicas de enorme incidencia en la graduación de las 
sanciones administrativas que la autoridad administrativa puede imponer a las 
personas vigiladas llámese naturales o jurídicas. Pero es la reincidencia por 
excelencia la institución de mayor vigencia, importancia y evolución a través de la 
historia en las diferentes legislaciones que la han previsto como una de las formas 
de castigar al agente infractor. 
 
Así, la reincidencia se concibió en el derecho antes que la reiteración y, por 
supuesto, la que copó su mayor estudio y abarcó su consagración en diferentes 
legislaciones no sólo en la rama penal sino en la administrativa sancionadora, esta 
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última como una de las formas de aplicación del ius puniendi del Estado. Además, 
es importante manifestar que en Colombia, la irrupción de la reincidencia permea 
inicialmente el derecho penal, luego el derecho disciplinario y por último el derecho 
administrativo sancionador financiero.  
 
Ahora bien, la reiteración es la institución de menor desarrollo legislativo y, por 
ende, jurisprudencial y doctrinario, en tanto en la mayoría de los países no fue, ni 
ha sido objeto de consagración o simplemente en virtud de las dificultades que 
conlleva su interpretación o por la posible absorción con otra figura jurídica de 
mayor y mejor eficacia se estimó su eliminación definitiva como agravante de la 
pena. 
 
A su vez, porque la reincidencia, pese a las diferencias que existen con la 
reiteración, parece colmar en mayor magnitud la expectativa del legislador y, por 
supuesto, los distintos ordenamientos, así como la interpretación del operador 
jurídico y a los destinatarios de la norma, ello como consecuencia, se cree, de la 
eficacia y los efectos respecto de su graduación.  
 
Desde ese esquema general y relativo, y dada la inclusión en el Mercado de 
Valores de las dos instituciones en la Ley 964 de 2005 y de la reincidencia en el 
régimen sancionador financiero, Ley 765 de 2003, bien vale la pena abordar los 
principales aspectos, ya que no es extraño encontrar puntos de vista disímiles en 
la interpretación y aplicación entre una y otra institución, que independientemente 
al régimen que pertenezcan no por eso sus diferencias y similitudes y efectos van 
a cambiar o desaparecer. 
 
Así las cosas, entonces, es necesario profundizar en tales aspectos, ya que la 
misma ley frente a la reincidencia omite indicar los requisitos que proceden para 
su aplicación, y en relación con la reiteración fija algunos parámetros que no 
resultan suficientes para determinar su alcance. 
 
i. Concepto de reiteración y reincidencia, sus diferencias y 
semejanzas 
 
Es importante advertir que el desarrollo teórico de la reiteración y la reincidencia 
es incipiente en nuestro país, lo que dificultad hallar una definición que se adecue 
a este entorno jurídico, por ello es necesario acudir a regímenes administrativos y 
penales de otros países para limitar y fundamentar la disertación propuesta en 
esta investigación. 
 
De esta forma, en España, la Ley 7 de 2006 que regula las potestades 
administrativas en materia de determinadas actividades como el ocio en espacios 
abiertos, el artículo 12 al definir en qué caso procede la reiteración señala: “A 
efectos de la presente Ley, se considerará que existe reiteración en los casos de 
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comisión de una segunda infracción de distinta naturaleza en el término de un 
año cuando así haya sido declarada por resolución administrativa en firme”.  
 
Desde esta perspectiva, el concepto de reiteración en este campo debe cumplir 
varios requisitos, así: i) que se suceda la comisión de una segunda infracción; ii) 
que la infracción sea de distinta naturaleza a la primera; iii) que se sucedan dentro 
del término máximo de un año; y iv) que la resolución de sanción se encuentre 
ejecutoriada. Sin embargo, como se analizará a continuación muchos de los 
requisitos expuestos en precedencia, guardan gran similitud con los establecidos 
en esta misma disposición para el caso de la reincidencia, hecho que a la luz de 
esa normatividad podría estudiarse su unificación.  
 
En efecto, la preceptiva aludida en relación con la reincidencia, señala: “Existe 
reincidencia en los casos de comisión de una segunda infracción de la misma 
naturaleza en el término de un año cuando así haya sido declarada por resolución 
administrativa en firme”. Por lo tanto, la diferencia con la institución anterior recae 
en la naturaleza de la infracción, ya que para el caso de la reiteración se exige que 
esta deba ser de “distinta naturaleza” a la primera, mientras para la reincidencia se 
prevé que debe ser de la “misma naturaleza” de la infracción anterior. 
 
Y en relación con nuestro régimen, el artículo 51 de la Ley del Mercado de 
Valores, preceptúa: “…hay reiteración cuando se cometan dos o más infracciones 
entre las cuales medie un período inferior a tres (3) años”, de manera que los 
requisitos en este caso se reducen a que exista un número mínimo de infracciones 
y a que el acto administrativo precedente tenga un efecto temporal. 
 
Por lo tanto, al comparar el Régimen Administrativo Español objeto de estudio con 
la Ley de Valores Colombiana, se observa que en esta última norma no se indica 
si la infracción debe ser igual o de distinta naturaleza y si es requisito sine qua non 
que exista sentencia en firme. De tal forma que los elementos que guardan 
correspondencia entre en uno y otro régimen, se resumen en el número de 
infracciones y la temporalidad del acto administrativo.  
 
Sin embargo, en nuestra opinión más que un elemento novedoso y de avanzada y 
concebido con el interés jurídico de superar algunas discusiones que en este 
contexto se pudieron haber presentado en el pasado, la solución que propone el 
legislador es que la naturaleza de la infracción, cuya ambivalencia es notoria, sea 




ii. Consecuencia sancionadora de la reincidencia 
 




Al respecto, recuérdese que el Régimen Sancionador Financiero Colombiano en 
punto al criterio en estudio únicamente señala: “La reincidencia en la comisión de 
la infracción”, es decir que en esos términos no prevé porcentaje o valor alguno en 
la aplicación de esta agravante en la sanción. Por lo tanto, en principio puede 
afirmarse que la ley deja bajo la potestad del juzgador el peso que ha de 
conferirse.  
 
En este sentido, el operador jurídico, ante la omisión legislativa, tiene una enorme 
dificultad para hallar el justo peso que debe otorgársele a la sanción, creemos que 
tan importante decisión no puede dejarse al arbitrio del juzgador, y menos cuando 
su incidencia tiene gran impacto, debido precisamente a la calidad de agravante 
con que actúa frente a los derechos del investigado.   
 
Además, un ejemplo de su enorme significación, lo constituye el otorgamiento del 
peso que los diferentes regímenes examinados le otorgan a dicho elemento, ya 
que en modo alguno se concibe que tal requisito quede por fuera de la regulación 
de la reincidencia y al criterio del juzgando administrativo. Un hecho adicional que 
agudiza la problemática, es que los mismos regímenes vistos no guardar unidad 
de criterio, esto es, cada uno acoge una teoría propia y poco clara en su 
aplicación.   
 
A su turno, cabe recordar que en Colombia la sanción pecuniaria únicamente tiene 
un máximo en el régimen financiero y en ese sentido esa sería la prevista en la 
ley, de suerte que al aplicarle el duplo por efecto de la reincidencia, la sanción 
sería del orden de los mil cuatrocientos millones de pesos, al año 2009, sanción 
aparentemente desmedida frente a la inicialmente impuesta. 
 
Ahora, si la medida administrativa aplicada en la primera infracción fuese la 
amonestación o llamado de atención, por efecto de la reincidencia, la sanción 
subsiguiente que agravaría al infractor sería la sanción pecuniaria, no obstante, 
nuevamente ante el vacío legal, surge la pregunta, en qué proporción debe 
incrementarse, dado que la brecha para calcular la pena pecuniaria es de la más 
variada índole, pues aquella puede empezar desde un peso hasta alcanzar 
alrededor de los setecientos millones que establece como tope la ley para el 2009.  
Por tal motivo, es de notar que la ley no le garantiza a la investigada el derecho de 
conocer con anterioridad la pena que le será impuesta si llegare a incurrir en 
reincidencia, así el artículo 208 del EOSF consagre respecto del principio de 
proporcionalidad que la “…sanción deberá ser proporcional a la infracción”, pero 
frente a esa misma infracción con ocasión de la reincidencia nada se precisa.    
 
Otro aspecto a tener en cuenta dentro del régimen sancionatorio, es la reducida 
cantidad de medidas administrativas desde el punto de vista institucional, pues 
únicamente se consagran la amonestación y la sanción pecuniaria, hecho que 
limita el accionar punitivo del estado frente a infracciones que pueden salirse de 
ese parámetro, especialmente cuando ésta tiene gran repercusión en sistema y 
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afecta de manera ostensible los derechos de los ahorradores y la confianza 
pública.   
 
Por consiguiente, surge el interrogante, qué sucede con el principio de 
proporcionalidad que promulga el EOSF y en el que se obliga al operador jurídico 
a sopesar la sanción frente a la infracción, ya que en este sentido lo que puede ser 
proporcional para la administración bien puede ser desproporcionado para el 
investigado. 
 
Desde este contexto, la legislación en comento omite fijar con claridad la base 
bajo la cual se efectuará el cálculo de la multa, entonces, el operador jurídico al 
momento de hacer la dosificación de la sanción pecuniaria, incurrirán en posibles 
excesos o defectos ante la falta de precisión de las normas bajo examen. Pues en 
este sentido, como bien lo expresa el tratadista Ossa Arebalez: “es justamente la 
naturaleza descriptiva del precepto lo que hace del mismo, una poderosa directriz 
para el operador jurídico y un verdadero derecho para el administrador”25. 
 
Por lo tanto, las diferentes legislaciones tienen formas de graduar y agravar la 
conducta reprochable del sujeto reincidente, no obstante, Colombia en este 
sentido, carece de una directriz que coadyuve a fijar el peso que debe conferírsele 
en caso de multa pecuniaria a quien haya reincidido en su conducta. 
 
Pero lo anterior arroja una dificultad mayor, la reincidencia en el régimen 
sancionador financiero no es el único criterio que agrava la medida administrativa, 
pues en este sentido también surten estos efectos la resistencia o negativa u 
obstrucción a la acción investigadora, la utilización de medios fraudulentos, la falta 
de diligencia y prudencia, la renuencia o desacato a cumplir las órdenes y el 
ejercicio de actividades sin que se hubiere posesionado, así como la posible 
agravación derivada de la dimensión del daño o peligro a que estuvieron 
expuestos los intereses jurídicos tutelados. . 
 
Significa lo anterior, que el fenómeno de la reincidencia tendría que ceder parte de 
sus efectos en el caso de que concurrieran más criterios agravantes dentro de la 
sanción, ya que la ley no ha establecido en este caso lo que algunas legislaciones 
denominaron como la compensación de agravantes con atenuantes.  
 
Así que, nuevamente y ahora en virtud de los demás criterios, la reincidencia 
encuentra un escollo adicional en su correcta aplicación, que la misma ley no ha 
establecido.   
 
Por último, de los diferentes actos administrativos sancionadores que expide el 
Supervisor, se colige que, cuando quiera que se aplica determinado o 
determinados criterios de graduación, se procede a conferirle cierto valor a cada 
uno y sobre el monto base que se ha establecido para esa sanción, valor que, si 
                                            
25 Ossa Arbeláez, Jaime. Ob. Cit. pág. 184. 
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es agravante se incrementa y si es atenuante se resta, sin embargo, si bien el 












































Dado el surgimiento de la Superintendencia Financiera de Colombia por la fusión 
entre la Superintendencia de Valore y la Superintendencia Bancaria, se creó una 
órgano de supervisión a la estabilidad del sistema financiero, la integridad de los 
mercados y la protección al consumidor.  
El procedimiento administrativo de dicho órgano de control, tal y como fue 
descrito, se debe a rigurosos análisis y actividades que se desarrollan con el 
objetivo de velar por los derechos de las personas y el interés de los cometidos 
estatales. 
En el caso del derecho administrativo sancionador en Colombia, no se contempla 
ninguna regulación pormenorizada, pues es general y respecto de los requisitos 
que limitan su aplicación, por lo anterior se incursionó en conocer la 
Superintendencia Financiera de Colombia y sus actividades sancionatorias.  
Por otra parte, la consagración de la reincidencia en el contexto administrativo y 
hasta penal se infiere de la jurisprudencia y la doctrina que aborda su estudio, 
pues ninguno se muestra conforme con los requisitos establecidos que limitan su 
aplicación.  
Ahora, si bien la consagración de la reincidencia como criterio de graduación 
agravante, se constituyó en un instituto innovador en el derecho sancionador, 
también es cierto que precisamente en razón de esa incorporación, se ha 
generado todo tipo de interpretaciones, que desorientan tanto a los profesionales 
de las actividades financiera, aseguradora, previsional y del mercado bursátil 
como al operador jurídico. Es así, como en la indeterminación de la norma  no se 
prevé si el acto administrativo que sirve de fundamento para graduar la nueva 
sanción debe estar en firme, o si es suficiente con el hecho de que se imponga la 
sanción sin que se haya resuelto el recurso de apelación interpuesto por el 
infractor.   
De igual forma, otro aspecto de hondo calado, es aquel según la cual con la 
reincidencia se incurre en la transgresión del principio del non bis in ídem, en 
razón a que en la resolución al sujeto infractor se le estaría penando no solo por la 
contravención de la nueva infracción, sino también por la anterior. Otro punto de 
discusión, es la confusión que se genera en la aplicación e interpretación entre 
reincidencia y reiteración. 
En este sentido, la reiteración que en nuestro derecho sancionatorio se refiere a la 
conducta repetitiva de infracción a la ley en dos o más oportunidades, en la cual 
medie un período inferior a tres (3) años . No obstante, no se indica si debe existir 
acto ejecutoriado, y qué requisitos debe reunir la conducta respecto de la 
naturaleza de los hechos, ello en el entendido de hacer alguna diferencia con la 
reincidencia, ya que de lo contrario tales criterios serían exactamente iguales.  
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Entonces, el análisis de la conducta de una infracción por hechos de la misma o 
de distinta naturaleza o tipo, comporta diversos riesgos jurídicos. De ahí, la 
importancia que conlleva desentrañar la verdadera diferencia entre estas dos 
figuras, ambas como circunstancias agravantes en el proceso administrativo 
sancionatorio en Colombia.  
El estudio de la reincidencia es importante, en la medida en que desde su 
consagración y aplicación dentro del nuevo esquema del proceso administrativo 
sancionador, las entidades vigiladas y los funcionarios que han sido sancionados, 
en su mayoría consideran entre otros aspectos, que la sanción impuesta resulta 
excesiva frente a la infracción, como consecuencia de una incoherente y equivoca 
interpretación de la misma. 
En este orden de ideas, es tarea primordial guardar la justa proporcionalidad de la 
medida administrativa que el Supervisor considera imponer, y para eso, deben 
existir unos elementos de juicio que no generen tantas dificultades en la aplicación 
del criterio glosado, de forma tal que se garantice el respeto a los derechos 
fundamentales de las personas vigiladas, y el juzgador pueda con mayor 
convicción jurídica graduar la medida administrativa, aun cuando la brecha de 
discusión sobre la interpretación persista, pero no en las dimensiones y notables 
diferencias y deficiencias que hoy subyacen en su interpretación.   
De suerte que frente a tales decisiones administrativas, las entidades han 
argumentado en el recurso de apelación que la sanción que se impone en este 
sentido viola una norma de rango constitucional como lo es el derecho de defensa 
y debido proceso, lo que de paso llevaría a quebrantar la validez y legalidad del 
acto administrativo, conducta que consideran se puede subsanar ante la vía 
gubernativa, o en últimas hasta por vía de tutela, como mecanismo idóneo y 
expedito para superar el desconocimiento de la administración de los derechos 
fundamentales. 
Significa lo anterior, que las actuaciones administrativas proferidas por el operador 
jurídico que incorporan la agravante en estudio podrían ser contrarias a la 
Constitución y a la ley, hecho que obligaría a realizar un examen de razonabilidad 
estricto cuando quiera que ejerza la facultad sancionatoria. 
Así las cosas, la discusión propuesta tiene gran repercusión para el derecho 
sancionador, porque reprime de un lado todo desacato repetitivo de la ley por 
parte del agente infractor frente a un tema que es de orden público económico y, 
de otro, reviste de una herramienta vital al ente sancionador en caso de que aquel 








GLOSARIO DE TÉRMINOS Y DEFINICIONES USADOS POR LA 
SUPERINTENDENCIA FINANCIERA DE COLOMBIA 
 
ACTA : Relación escrita de lo sucedido, tratado o acordado en  un comité o 
reunión, adjuntando los soportes de los temas expuestos. 
 
ACTO ADMINISTRATIVO EN FIRME: Un acto administrativo quedará en firme 
cuando contra el no proceda ningún recurso, los recursos interpuestos se hayan 
decidido, no se interpongan recursos, se renuncie expresamente a ellos, haya 
lugar a prescripción o se acepten los desistimientos.   
 
OTROS AGENTES: Son todas las personas naturales o jurídicas tales como 
administradores, funcionarios, revisores fiscales, auditores externos, consultores, 
operadores del mercado de valores, cambiario o agropecuario, miembros de 
juntas directivas, accionistas, inversionistas, contralor normativo, ordenante, 
consumidor financiero, conglomerado financiero, grupo económico, personas 
naturales o jurídicas no vigiladas y controladas entre otros. 
 
AGENTE EXTERNO: Son todas las personas naturales o jurídicas que 
pueden ser fuente de información para la supervisión. 
 
AGENTE ESPECIAL: Es la persona natural o jurídica designada por el 
Fogafín para administrar la sociedad intervenida. Podrá actuar durante la etapa 
inicial, como en la administración o liquidación y podrá contar con una junta 
asesora con representación de los acreedores. El agente especial desarrollará las 
actividades que le sean confiadas bajo su inmediata responsabilidad. Ejercerá 
funciones públicas transitorias, sin perjuicio de la aplicabilidad, cuando sea del 
caso, de las reglas del derecho privado a los actos que ejecuten en nombre de la 
entidad objeto de la toma de posesión. 
 
ANÁLISIS FINANCIERO: Corresponde a la evaluación e interpretación de la 
información registrada en estados financieros, así como de información 
complementaria, con el fin de determinar la situación financiera de la empresa, o 
un sector específico de ésta.  
 
ANÁLISIS GENERAL: Se refiere a la evaluación financiera y/o de riesgos por 
grupo de entidades supervisadas, por tipo de entidad o por sector económico, 
producto, tipo de mercado u operación de acuerdo con los lineamientos definidos 
por cada una de las delegaturas. 
 
ANALISTA FINANCIERO: Funcionarios de las Delegaturas Institucionales y 
de la Dirección de Conglomerados de la SFC que realizan labores de supervisión  
ANALISTA JURÍDICO: Funcionarios de las Delegaturas Institucionales y de 




ANALISTA TÉCNICO: Funcionarios de las Delegaturas de Riesgos y de la 
Dirección de Riesgos Técnicos de Seguros de la SFC que realizan labores de 
supervisión. 
 
ÁREAS PRIORITARIAS: Este término abarca los temas, riesgos o eventos 
definidos como objeto de inspección. En el aplicativo ASIS, corresponde al tema o 
asunto a evaluar en la inspección in situ. 
 
ASIS: Sistema de Administración de Supervisión In Situ. Aplicativo utilizado para 
el control de las actividades planeadas y ejecutadas en la inspección in situ. 
 
CAPTACIÓN MASIVA DE DINEROS DEL PÚBLICO:  Los supuestos 
normativos de la captación masiva y habitual son los señalados en el artículo 1º 
del Decreto 1981 de 1988. 
 
CARTA DE COMPROMISO: Documento que contiene las reglas y 
compromisos de la matriz con el organismo supervisor. Establece los lineamientos 
que la filial en el exterior debe cumplir  con el país que autoriza dicha inversión. 
Este documento debe contar con la aprobación de la Junta Directiva de la entidad 
matriz. 
 
COORDINADOR DE ÁREA: Funcionario adscrito a las Delegaturas 
Institucionales o de Riesgo con personas a cargo o funcionario que en el 
desempeño normal de sus funciones debe coordinar las tareas asignadas en un 
grupo de analistas. 
 
CAUCIÓN: Medida cautelar de la que tratan los artículos 678 al 680 del C.P.C. 
 
CONGLOMERADO FINANCIERO: Conjunto de entidades vigiladas por la 
Superintendencia Financiera de Colombia y sus filiales y subsidiarias en el exterior 
que ejerzan la actividad financiera, bursátil y aseguradora, entre quienes existen 
vínculos de propiedad por tener un mismo beneficiario real controlante, así como 
las personas jurídicas controlantes de aquéllas siempre y cuando no se 
encuentren bajo la supervisión comprensiva y consolidada de una autoridad 
extranjera de supervisión financiera. Igualmente harán parte del conglomerado 
financiero las personas jurídicas constituidas por las entidades vigiladas y/o sus 
matrices o controlantes mediante las cuales se apoye de manera significativa el 
desarrollo del objeto social de las entidades que integran el conglomerado. 
 
COORDINADOR DE INSPECCIÓN IN SITU: Funcionario del grupo de Jefes de 
Visita que permanezca mayor tiempo durante el transcurso del proceso de 
inspección. Si dos o más Delegaturas tienen igual tiempo de permanencia la 
función la asumirá la Delegatura cuyo riesgo presente más relevancia.  
 
CRONOGRAMA DE ACTIVIDADES: Representación gráfica y ordenada de los 
recursos humanos y de tiempo a emplear en desarrollo de una actividad de 
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inspección. Detalla integrantes, tiempos, temas asignados, responsables, entidad, 
áreas  a examinar, periodo de evaluación entre otros. 
 
DATOS:  Información que se organiza de forma apropiada para análisis 
manual o por ordenador. 
 
DESCARGO: Explicaciones y justificaciones que considera pertinente el 
implicado. Estos descargos pueden ser simples, aportar pruebas adicionales o 
solicitar la práctica de nuevas pruebas. 
 
DIAGNÓSTICO:  Conclusión presentada en un informe elaborado por cada una 
de las Delegaturas una vez procesada la información. 
 
DIRECTOR O COORDINADOR LEGAL:  Para el procedimiento de realizar 
inspección entiéndase las Direcciones ó Coordinaciones Legales y los abogados 
adscritos a la Delegatura para Emisores.  
 
EMPODERAMIENTO:  Autonomía y confianza para el desarrollo de actividades 
y la toma de decisiones. 
 
ENTIDADES SUPERVISADAS:  Cuando se utiliza este término se hace referencia 
a las entidades vigiladas, controladas o de control concurrente. 
 
ENTREGA TEMPORAL DE ACTIVOS: Medida cautelar prevista en el literal d) del 
artículo 6º de la Ley 964 de 2005, que consiste en la entrega temporal de activos a 
un administrador profesional, en condiciones similares a las prevalecientes en el 
mercado.    
 
EOSF: Estatuto Orgánico del Sistema Financiero. 
 
ESTUDIO ASIGNADO: Corresponde a la labor de inspección planeada 
previamente u originada en un evento que es entregada a un analista técnico, 
financiero y/o jurídico con un objetivo específico. 
 
EJERCICIO ILEGAL DE LA ACTIVIDAD FINANCIERA,  ASEGURADORA Y 
BURSATIL: Realización, por parte de personas no autorizadas, de las actividades 
exclusivas de las entidades sometidas a vigilancia de la SFC. 
 
EMBARGO Y SECUESTRO: Medida cautelar de la que tratan los artículos 681 
y ss. Del C. P.C.   
 
 
EVENTOS: Corresponde a un hecho o situación conocida por funcionarios de la 
Superintendencia Financiera de Colombia a través de  documentación, noticias, 
información derivada de quejas, consultas u otro medio externo, directa o 
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indirectamente por la Delegatura, que  requiere  el desarrollo de actividades de 
inspección. 
 
EVIDENCIA ATENDIBLE: Son los hechos manifiestos, notorios o acreditados por 
cualquier medio probatorio ante la Superintendencia Financiera, obtenidos de 
oficio o suministrados por denuncia de parte, queja o cualquier otro medio, sobre 
el eventual ejercicio ilegal de las actividades exclusivas de las instituciones 
vigiladas, de suerte que le sirvan de fundamento a esta entidad para practicar 
visitas de inspección a los establecimientos, oficinas o lugares donde operan 
personas naturales o jurídicas no sometidas a vigilancia permanente, con el fin de 
determinar y probar plenamente el desarrollo de dicha actividad ilegal.      
 
EXCLUSIONES:   Procesos que no se encuentran controlados por el sistema de 
gestión de la compañía. 
 
EXPEDIENTE: Es el conjunto de documentos y archivos que soportan el 
estudio de inspección asignado. La organización y contenido del expediente 
deberá ser acorde con los lineamientos  del documento condiciones generales 
proceso de seguimiento de SFC. 
 
FORMULACIÓN DE CARGOS:  Acto administrativo mediante el cual, el 
funcionario competente, formula los cargos correspondientes a los presuntos 
infractores, considerando que de los hechos investigados puede derivarse una 
posible infracción. Dicho acto contiene la descripción clara de los hechos 
constitutivos de las posibles infracciones, de las pruebas allegadas hasta ese 
momento y de las normas que se estiman infringidas.  Debe precisarse si se están 
formulando cargos a título institucional o personal. Tratándose de cargos 
originados en informes de inspección, se adjuntará copia del mismo. El acto de 
formulación de cargos no es susceptible de recurso alguno. 
 
FOGAFIN: Fondo de Garantías de Instituciones Financieras. A esta institución le 
corresponde designar al agente especial en los procesos de toma de posesión y 
realizar el seguimiento de su actividad. Así mismo, para el ejercicio de sus 
funciones debe sujetarse a lo previsto por el EOSF y por el Decreto 2211 de 2004 
que reglamenta la medida de toma de posesión 
 
GRUPO EMPRESARIAL: La Ley 222 de 1995 dispone que  “existe grupo 
empresarial cuando además del vínculo de subordinación, existe entre las 
entidades una unidad de propósito y dirección. Se entenderá que existe unidad de 
propósito y dirección cuando la existencia y actividad de todas las entidades 
vinculadas persigan la consecución de un objetivo determinado por la matriz o 
controlante en virtud de la dirección que ejerce sobre el conjunto, sin perjuicio del 
desarrollo individual del objeto social o actividad de cada una de ellas…”. 
 
GUÍA DE INSPECCIÓN O METODOLOGÍA: Documento aprobado de forma 
institucional con la participación de la Dirección de Investigación y Desarrollo que 
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contiene en forma ordenada y sistemática el plan de trabajo de un tema 
específico. 
 
INFORMACIÓN:   Es toda la correspondencia, documentos o datos que llegan a 
la Superintendencia Financiera, y pasa por cada uno de los interesados. 
 
INFORME DE RIESGOS: Es el informe elaborado por cada una de las áreas de 
riesgos en el procedimiento de Monitoreo, de acuerdo con los instructivos de cada 
una de ellas, donde se presenta en forma resumida la situación de riesgo 
observado por cada Delegatura para un período o corte determinado. 
 
INFORME DE DIAGNÓSTICO:  Es el informe elaborado por cada una de las 
áreas institucionales y por el área de Conglomerados en el procedimiento de 
Monitoreo, de acuerdo con el instructivo correspondiente, donde se presenta en 
forma resumida y a un corte determinado, la situación integral de las entidades 
supervisadas, recopilando la información de riesgos disponible. 
 
INFORME DE INSPECCIÓN: Documento que consolida el resultado del trabajo 
desarrollado por los funcionarios de la SFC según el estudio asignado, aplica a la 
inspección in situ o extra situ.  
 
Este documento debe identificar con claridad la entidad y tema(s) objeto de 
evaluación, el equipo de trabajo participante, las áreas o procesos evaluados, los 
hechos observados, presuntos incumplimientos de la normatividad que le resulte 
aplicable y/o las recomendaciones que resulten pertinentes; así mismo debe 
contener la(s) conclusión(es) obtenidas.  Todo lo anterior, debe ser presentado en 
forma clara, precisa y debidamente soportado en los papeles de trabajo. 
 
En el caso de estudios asignados de inspección in situ el informe debe ser acorde 
con los lineamientos de la Metodología General de Inspección de la SFC. 
 
En tanto que, para estudios asignados de inspección extra situ el informe podrá 
ser documentado a través de memorandos internos y/o proyectos de oficio a las 
entidades supervisadas ó cualquier otro documento escrito  que se defina al 
interior de cada área, incorporando como mínimo los elementos anteriormente 
referidos. 
 
INSPECCIÓN:  Se define como el ejercicio de actividades de análisis, 
evaluación, revisión e investigación que se realiza mediante la ejecución de 
diversas actividades de valoración entre ellas la recopilación de información, el 
monitoreo, el análisis y priorización de áreas críticas, la coordinación de la 
supervisión, el plan individual, la coordinación de medidas administrativas y la 
imposición de las mismas, la cual puede ser ejecutada de forma in situ (en las 





INSPECCIÓN CONJUNTA:  Mediante este término se identifican los procesos 
de seguimiento que son llevados a cabo simultáneamente por varias Delegaturas 
en una sola entidad ó área de inspección. 
 
INTERMEDIACIÓN FINANCIERA: Son operaciones exclusivas de los 
intermediarios financieros consistentes en captar recursos del público para realizar 
operaciones activas de crédito. 
 
INTERÉS MINORITARIO: es aquella parte de los resultados netos de las 
operaciones, así como de los activos netos de la filial, que no pertenecen, bien sea 
directa o indirectamente a través de otras empresas  dependientes, a la 
controladora del grupo.  La parte proporcional del patrimonio que no le pertenece a 
la matriz o controlante, sino a asociados ajenos al grupo, debe presentarse en un 
rubro aparte después del pasivo y antes del patrimonio. 
 
INSTRUCTIVO:  Documento que describe en forma detallada los pasos  y 
secuencia para una tarea de una  actividad establecida en un procedimiento, el 
cual  orienta a los funcionarios sobre la forma detallada y especifica de adelantar 
una actividad que se encuentra involucrada en los procedimientos 
 
INSTITUTO DE SALVAMENTO Y PROTECCIÓN DE LA CONFIANZA PÚBLICA: 
Son las medidas preventivas o cautelares que corresponde adoptar al supervisor 
financiero para evitar que las entidades vigiladas incurran en causal de toma de 
posesión o para subsanarla. Son las señaladas en el  
Artículo 113 del EOSF enlista las siguientes:  
 
JEFE DE VISITA: Funcionario designado por la Delegatura  como líder 
responsable de la ejecución de una inspección  presencial.  Para el caso de 
inspecciones conjuntas, se designa uno por cada Delegatura. 
 
LISTAS DE CHEQUEO:  Ofrecen una referencia a los usuarios y funcionarios 
involucrados en el proceso, sobre los requisitos mínimos necesarios en términos 
de documentación para adelantar las actividades del procedimiento de monitoreo. 
 
MATRIZ DE RIESGO: Una matriz de riesgos es un resumen gráfico de los 
resultados de un proceso de análisis de riesgos.  
 
En la matriz de riesgos se registra la evaluación hecha de cada uno de los riesgos 
inherentes en cada actividad significativa, así como la calidad de los sistemas de 
administración de riesgos en esa misma actividad. Igualmente se registra el riesgo 
neto para cada actividad, su materialidad, dirección y el riesgo consolidado de la 
de entidad junto con su respectiva tendencia.  
 
MEDIDAS PREVENTIVAS OBLIGATORIAS DE LA TOMA DE POSESIÓN: Son 
aquellas medidas necesarias para la ejecución de la medida de toma de posesión 
de los bienes, haberes y negocios de la institución vigilada por la Superintendencia 
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Financiera. Dichas medidas están contenidas en el numeral 1 del artículo 1 del 
Decreto 2211 de 2004.  
 
 
MEDIDAS FACULTATIVAS DE LA TOMA DE POSESIÓN: Son aquellas medidas 
que a juicio de la Superintendencia Financiera podrán disponerse en el acto 
administrativo que ordene la toma de posesión de los bienes, haberes y negocios 
de la sociedad intervenida y que corresponden a las descritas en el numeral 2 del 
artículo 1 del Decreto 2211 de 2004. 
 
MEDIDAS CAUTELARES POR EJERCICIO ILEGAL DE LA ACTIVIDAD 
FINANCIERA Y ASEGURADORA: Son medidas administrativas que facultan 
a la Superintendencia Financiera para imponer a las personas naturales o jurídicas 
que realicen actividades exclusivas de las instituciones vigiladas sin contar con la 
debida autorización, cuya finalidad es defender los intereses de terceros de buena 
fe, para preservar la confianza pública en general 
 
MEDIDAS CAUTELARES: Son las medidas establecidas en el literal d) del 
artículo 6º de la Ley 964 de 2005, en concordancia con las contempladas en el 
Código de Procedimiento Civil y en las normas que la desarrollen, complementen 
o modifiquen dirigidas a salvaguardar los valores, instrumentos financieros, 
recursos administrados y, en general, los activos que estén en poder de personas 
investigadas, cuando existan motivos que razonablemente permitan inferir que 
dichos activos se encuentran en riesgo y que se puede afectar el interés de los 
inversionistas 
 
MEJORES PRÁCTICAS:  Se entiende un conjunto coherente de acciones que han 
rendido buen o incluso excelente servicio en un determinado contexto y que se 
espera que, en contextos similares, rindan similares resultados. 
 
METODOLOGÍA GENERAL DE INSPECCIÓN  SFC: Documento en el cual se 
definen de forma general los lineamientos mínimos que deben seguir los 
funcionarios de la SFC para adelantar los estudios asignados, tal documento 
incluye los criterios orientadores, técnicas aplicables y organización de papeles de 
trabajo, entre otros aspectos. 
 
MONITOREO: Actividad del proceso de seguimiento que consiste en el análisis de 
información previamente recopilada con el fin de emitir un diagnóstico de la 
entidad(es) o en el caso de un  evento analizar la información a fin de priorizar o 
definir la siguiente acción a seguir dentro del proceso. 
 
NORMOGRAMA: Relaciona las principales normas que regulan los procesos de la 
Organización.  
 
NOTIFICACIÓN: Poner en conocimiento del involucrado la existencia de los 
cargos en su contra con el fin de darle la posibilidad de ejercer su derecho de 
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defensa ó para comunicar las decisiones de la SFC. Las notificaciones dentro de 
la actuación administrativa sancionatoria serán personales, por edicto, por aviso o 
mediante comunicación.  
 
Modalidad de notificación realizada mediante envío de citación a la dirección 
registrada por el destinatario, para entregar acto administrativo directamente al 
interesado o su representante. En el caso de que no haya podido ser notificado al 
cabo de cinco (5) días hábiles del envío de la citación, se procederá a la 
notificación por edicto, el cual se publicará en un lugar visible en la Secretaria 
General de la SFC, por el término de diez (10) días hábiles y debe contener la 
parte resolutiva de la providencia, las fechas y horas de su fijación y desfijación. 
Una vez vencido el término de fijación del edicto se entenderá surtida la 
notificación.  
 
NOTIFICACIÓN POR COMUNICACIÓN: Modalidad de notificación realizada 
mediante envío por correo certificado de una copia del acto correspondiente a la 
dirección registrada por la entidad o por el investigado,  se entenderá surtida en la 
fecha de su recibo. 
 
En el evento en que la entidad cuente con casillero de correspondencia, la 
notificación podrá realizarse mediante el depósito del acto en el casillero 
correspondiente y se entenderá surtida en la fecha de retiro del mismo.  
 
En los casos en que no se conozca la dirección de notificación se procederá a la 
notificación mediante aviso en un diario de amplia circulación nacional. 
 
Cuando se trate de actuaciones de carácter personal respecto de quienes al 
momento de la notificación no ostenten la calidad de administrador de una entidad 
vigilada, la notificación del pliego de cargos se hará en forma personal.  
 
OPERACIONES CON VINCULADOS: Operaciones realizadas con personas 
naturales o jurídicas, relacionadas con las entidades que conforman el 
conglomerado financiero, o que no  formando parte del mismo tienen con todas o 
alguna de las entidades que lo integran vínculos de administración o propiedad 
directa o indirecta, así como aquellas cuya operación u operaciones del 
conglomerado a juicio de la SFC implique un riesgo para las entidades que lo 
conforman. 
 
OBSTRUCCIÓN, IMPEDIMENTO DEL DESARROLLO DE LAS ACTUACIONES 
ADMINISTRATIVAS: Son los actos o conductas por acción u omisión de cualquier 
persona que tenga como efecto obstruir o impedir el normal desarrollo de las 
actuaciones o investigaciones que adelante la Superintendencia Financiera para 
establecer la existencia de un eventual ejercicio ilegal de las actividades 




PAPELES DE TRABAJO: Son el conjunto documentación en papel, medio 
magnético o cualquier otro medio, que contienen los datos e información obtenidos 
por el analista en su examen, así como la descripción de las pruebas realizadas y 
los resultados de las mismas sobre los cuales sustenta la opinión que emite al 
suscribir su informe. 
 
PARTE INTERESADA: Organización, persona o grupo que tenga un interés en el 
desempeño de una entidad.  
 
PLAN ANUAL DE INSPECCIÓN: Plan en el que se concretan las prioridades de 
inspección para entidades y actividades significativas incorporando de forma 
enunciativa, las diferentes entidades que van a ser objeto de inspección durante el 
siguiente año en cada una de la Delegaturas Institucionales  y de Riesgos. 
 
PLAN ESTRATÉGICO: Define la orientación de la entidad en el corto mediano y 
largo plazo, incluye la Misión es decir la razón de ser de la institución; la Visión 
que determina hacia dónde se quiere llevar la institución en el largo plazo; y los 
objetivos que se definen como el elemento programático que identifica la finalidad 
hacia la cual deben dirigirse los recursos y esfuerzos para dar cumplimiento a la 
misión o a los propósitos institucionales. 
 
PLAN INDIVIDUAL DE INSPECCIÓN:  Plan que identifica el objetivo de la 
inspección, así como cada una de las actividades (temas) de inspección a realizar, 
detalla el alcance, tiempo y responsables;  presenta, además, la muestra de 
operaciones a revisar, si el estudio asignado así lo requiere. 
 
El plan individual de Inspección tiene dos clasificaciones i) el plan general de 
inspección el cual esta compuesto por el memorando de planeación, cronograma y 
plan(es) de supervisión. ii) el plan simplificado de inspección el cual incluye la 
proforma plan simplificado de inspección  y plan(es) de supervisión. 
 
PROGRAMA DE SUPERSIÓN: Formato que define los procedimientos de 
supervisión a emplear en el desarrollo de una labor, incluye el objetivo, alcance y 
la selección de las metodologías a utilizar en la ejecución la inspección (Programa 
de Auditoria) o evaluación de un tema en particular. 
 
PRIORIZAR:  Clasificar las necesidades en orden de importancia y de igual 
manera darle solución. 
 
PRUEBAS: Acciones ejecutadas para revisar, analizar y evaluar en detalle el 
tema objeto de supervisión, las cuales involucran entre otras, pruebas de detalle 
de transacciones y los procedimientos analíticos. 
RECURSO: Es un acto que se ejercita en vía gubernativa con el fin de impugnar 





RECURSO DE APELACIÓN: Este recurso se presenta ante el superior 
inmediato de quien expidió el acto administrativo, para que aclare, modifique o 
revoque la decisión. Este recurso se presenta ante el funcionario que expide el 
acto quien realiza el control de legalidad y decide si lo concede o lo rechaza. 
 
REMOCIÓN DE LOS ADMINISTRADORES Y REVISORES FISCALES:  Es la 
separación de los administradores, directores y de los órganos de administración y 
dirección así como del revisor fiscal con ocasión de la adopción de la medida de 
toma de posesión. 
 
RECURSO DE QUEJA: Este recurso es presentado cuando ha sido rechazado 
el recurso de apelación. Es facultativo y puede interponerse directamente ante el 
superior del funcionario que dictó la decisión, mediante escrito al que deberá 
acompañarse copia de la providencia que haya negado el recurso. 
 
RECURSO DE APELACIÓN: Este recurso se presenta ante el superior 
inmediato de quien expidió el acto administrativo, para que aclare, modifique o 
revoque la decisión.  
 
RENUENCIA A SUMINISTRAR INFORMACIÓN:  Situación en la cual las 
personas naturales o jurídicas se abstienen de presentar los informes o 
documentos requeridos en el curso de las investigaciones administrativas, impidan 
al acceso a los funcionarios competentes, o remitan la información solicitada con 
errores significativos o incompleta.  
 
SUMINISTRO DE INFORMACIÓN FALSA E INEXACTA:  Es la entrega a la 
Superintendencia Financiera de cualquier documento o información falsa e 
inexacta durante el desarrollo de sus actuaciones e investigaciones para 
establecer el eventual ejercicio ilegal de las actividades exclusivas de las 
entidades vigiladas.    
 
SITUACIÓN DE CONTROL: Se produce cuando una sociedad (matriz o 
controlante) tiene una participación accionaria que le otorgue el control o una 
posición dominante sobre las decisiones de otra sociedad (subordinada o 
controlada)y se den cualquiera de las presunciones de subordinación establecidas 
en el Código de Comercio.  Cuando la matriz ejerce el control en forma directa, la 
sociedad controlada se denomina filial. Cuando la matriz ejerce el control por 
intermedio o con el concurso de una o varias de sus filiales o de subordinadas a la 
matriz o a sus filiales, la sociedad controlada recibe el calificativo de subsidiaria.  
 
REVELACIÓN PLENA: Concepto contable, consistente en informar en forma 
completa, aunque resumida, todo aquello que sea necesario para comprender y 
evaluar correctamente la situación financiera de un ente económico. El 
cumplimiento de este objetivo, se satisface a través de los estados financieros, de 




RNAMV: Registro Nacional de Agentes del Mercado de Valores 
 
RNPMV: Registro Nacional de Profesionales del Mercado de Valores 
 
RNVE:  Registro Nacional de Valores y Emisores 
 
SANCIONES POR OBSTRUIR O IMPEDIR EL DESARROLLO DE LAS 
ACTUACIONES ADMINISTRATIVAS, O POR EL SUMINISTRO DE 
INFORMACIÓN FALSA E INEXACTA: Son las sanciones administrativas 
personales e institucionales contemplas hoy parágrafo 2º del artículo 108 del 
EOSF, en el cuales se remite a los arts. 209 y 211 del EOSF, para efectos de 
determinar las sanciones y  el procedimiento a seguir.  
 
SUSPENSIÓN DE PAGOS DE OBLIGACIONES: Es la facultad que tiene la 
Superintendencia Financiera de Colombia para ordenar el no pago de las 
obligaciones causadas hasta el momento de la toma de posesión, la cual puede 
adoptarse en el acto administrativo que ordene la medida o con posterioridad al 
mismo. 
 
TÉCNICAS DE AUDITORIA: Métodos prácticos de investigación y prueba que 
utiliza el supervisor para obtener evidencia necesaria que fundamente sus 
conclusiones. 
 
TRANSFORMAR:  Corresponde a los cálculos o reorganización de la información 
disponible, según resulte necesario. 
 
TOMA DE POSESIÓN:  La medida de toma de posesión es un instituto de 
salvamento que está encaminado a salvaguardar la confianza pública en el 
sistema financiero, asegurador y del mercado de valores. 
 
Dicha medida tiene por objeto establecer si la entidad debe ser objeto de 
liquidación; si es posible colocarla en condiciones de desarrollar adecuadamente 
su objeto social, o si se pueden realizar otras operaciones que permitan lograr 
mejores condiciones para que los depositantes, ahorradores e inversionistas 
puedan obtener el pago total o parcial de sus acreencias 
 
VÍA GUBERNATIVA: Trámite de los recursos de reposición y apelación que se 
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